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r e s m e n 
En el contexto de violencia que ha vivido Colombia durante los últimos 
cincuenta años, el medio ambiente se ha visto afectado por el desarrollo del 
conflicto, y en particular por los atentados contra la infraestructura energética 
y petrolera. Los graves impactos ambientales de estas actividades empezaron 
a ser discutidos en instancias judiciales en procesos de responsabilidad civil 
extracontractual. Frente a esta situación, en la Ley 1333 de 2009, el legislador 
dispuso que el acto terrorista es un eximente de responsabilidad de las infrac-
ciones ambientales investigadas en los procesos sancionatorios ambientales. 
Esta disposición genera inquietudes en torno al alcance de la eximente de 
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responsabilidad considerando el concepto de acto terrorista, los requisitos 
de los eximentes de responsabilidad y la aplicación de la concurrencia de 
culpas por encontrarse frente a un régimen subjetivo de responsabilidad. 
pa la b ra s  c la e 
Responsabilidad civil extracontractual, eximente de responsabilidad, acto 
terrorista, infracción ambiental, daño ambiental. 
a b s t rac t 
In the context of violence that Colombia has experienced during the last 50 
years, the environment has been affected by the conflict development and 
in particular, by attacks against energy and oil infrastructure of the country. 
The critical environmental impacts of these activities began to be discussed 
in judicial instances in extra-contractual civil liability proceedings. Given 
this situation, in Law 1333 of 2009, the legislator ordered that the terrorist 
act is a circumstance exonerating of liability for the environmental infringe-
ments investigated in environmental sanctioning processes. This provision 
raises concerns about the scope of the exonerating circumstance of liability 
considering the concept of terrorist act, the requirements for the exclusion 
of liability and the application of the contributory fault for being in a fault-
based liability regime.
k eywo r d s 
Extra-contractual civil liability, circumstance exonerating of liability, ter-
rorist act, environmental infringement, environmental damage. 
i n t ro d  c c i  n
El desarrollo del conflicto armado interno en Colombia durante más de 
cincuenta años tuvo consecuencias graves en el medio ambiente, lo que se 
debe al uso y explotación de los recursos naturales para financiar la guerra, 
al desarrollo de actividades ilegales, v.g. siembra de cultivos ilícitos, a la 
utilización del medio ambiente como medio de guerra o a los efectos de las 
actividades bélicas en los recursos naturales. 
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Entre las actividades bélicas con impactos en los recursos naturales y el 
medio ambiente se cuentan los ataques contra la infraestructura petrolera y 
energética del país por los grupos armados, lo que ha ocasionado derrames 
de hidrocarburos, explosiones y/o incendios. Desde la década de 1980 estos 
atentados se convirtieron en una práctica frecuente de las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (farc)1 y el Ejército de Liberación Nacional 
(eln)2. 
El medio ambiente ha sufrido los efectos de esta práctica realizada con 
frecuencia en todo el país puesto que ha generado la contaminación de los 
recursos naturales –en especial el recurso hídrico–, la pérdida de flora y 
fauna, y la consecuente disminución de servicios ecosistémicos como el 
abastecimiento de agua potable y de medios de subsistencia de las comuni-
dades aledañas. En ese sentido, National Geographic en Español (s. f.) señala 
que “… los ataques guerrilleros han causado el derrame de .1 millones 
de barriles de crudo en los últimos 30 años. Los daños provocados en ríos, 
cultivos, selvas y zonas forestales protegidas son incalculables y quizá una 
cifra que englobe la magnitud del problema nunca se conozca”. 
De igual forma, Semana Sostenible (s. f.) registró un ataque de las farc al 
oleoducto transandino considerado como “la mayor tragedia ambiental de 
la última década”, pues se “… estima que los ecosistemas afectados pueden 
tardar veinte años en recuperarse y aquellos de mayor fragilidad hasta un 
siglo o, simplemente, podrían desaparecer. Este mismo desastre, multiplica-
do 10 veces, daría como resultado el balance histórico que han dejado los 
atentados terroristas contra la infraestructura petrolera”. 
1 La Unidad de Protección de los Recursos Naturales y del Medio Ambiente de la Fiscalía General 
de la Nación, había adelantado para 2015 sesenta investigaciones contra diferentes frentes de 
las farc por atentados contra la infraestructura petrolera y energética. “Entre los más golpeados 
por el deterioro del ecosistema atribuido a la guerrilla están los miembros de tres comunidades 
indígenas del oriente y el sur del país: los uwas de Arauca y Boyacá, los nukak del Guaviare y los 
awás, en Nariño” (Redacción Justicia, 2015). 
2 En 2016 la Fiscalía General de la Nación inició una investigación contra el comando central del 
eln por 136 casos de atentados contra la infraestructura petrolera y energética del país en los 
que se “derramaron más de tres millones quinientos noventa y seis mil barriles de petróleo, re-
presentando así una afectación cercana a los 65 billones de pesos a las finanzas de la Nación y 73 
billones de pesos en el daño ambiental causado”. Hechos por los que se imputaron “los delitos de 
rebelión, actos de terrorismo, homicidio en persona protegida, destrucción del medio ambiente, 
utilización de medios de guerra ilícitos y ataque contra obras” (Redacción Judicial, 2016). 
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Entonces, el desarrollo de esta práctica durante las últimas décadas no 
sólo ha producido daños en el medio ambiente, sino que también ha generado 
afectaciones en los bienes de propiedad privada del Estado y de particulares 
que desarrollan actividades petroleras y energéticas, así como en los recursos 
naturales que ofrecen los servicios ecosistémicos básicos para la subsistencia 
de comunidades rurales en las que ocurren los atentados. 
En este contexto, en la Sentencia del 3 de diciembre de 201[3] el Consejo 
de Estado consideró: 
… en el marco de la reparación integral, al juez administrativo se remite copia del 
expediente y la presente providencia a la Fiscalía General de la Nación para que 
revise en la Unidad de Delitos Ecológicos o Ambientales para que inicie, o reabra, 
y en dado caso, se pronuncie si procede investigar a la organización insurgente farc 
y aquellos miembros que hayan participado en la comisión de presuntas violaciones 
a los bienes ambientales afectados por la explosión y vertido de hidrocarburos. 
Reconociendo esta problemática, en la Ley 1333 de 2009 el legislador in-
cluyó en el marco de Procedimiento Sancionatorio Ambiental el eximente 
de responsabilidad del acto terrorista independiente al hecho de un tercero. 
Esta inclusión presenta inquietudes sobre su alcance pues en los pronuncia-
mientos judiciales en los que se han tratado casos de responsabilidad extra-
contractual cuando está de por medio un acto terrorista, se ha verificado la 
existencia de concurrencia de culpas y las obligaciones de contingencia de 
daños ambientales generados por la actividad petrolera y energética. 
En ese contexto, el objetivo de esta investigación es analizar las implica-
ciones y requisitos del acto terrorista para su configuración como eximente 
de responsabilidad en el procedimiento sancionatorio ambiental a partir de 
algunos antecedes jurisprudenciales y administrativos relacionados con la 
responsabilidad civil extracontractual.
La investigación se desarrolla por medio de la dogmática jurídica 
utilizando el método inductivo, pues se busca analizar el artículo 8.º de 
la Ley 1333 de 2009 mediante un análisis jurisprudencial y doctrinal de 
los componentes de la responsabilidad civil extracontractual para extraer 
las premisas que se deben tener en cuenta al momento de analizar el acto 
3 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 3 de 
diciembre de 201, C. P.: Jaime Orlando Santofimio Gamboa. Expediente n.º 26737. 
367Diana Geraldine Quevedo Niño
terrorista como eximente de responsabilidad en el procedimiento sancio-
natorio ambiental.
Por ello, en primer lugar se identifican las bases conceptuales y norma-
tivas del acto terrorista como eximente de responsabilidad en el procedi-
miento sancionatorio ambiental, incluyendo el concepto de acto terrorista, 
los requisitos y elementos de los eximentes de responsabilidad y el objetivo 
del legislador al incluir esta disposición en el artículo 8.º de la Ley 1333 de 
2009; en segundo lugar, se hace un breve repaso jurisprudencial del Consejo 
de Estado y la Corte Suprema de Justicia respecto de la responsabilidad 
civil extracontractual de particulares y del Estado en los casos de atentados 
contra la infraestructura petrolera en el país, y, por último, se estudian las 
principales premisas que deben ser tenidas en cuenta por las autoridades 
ambientales con titularidad de la potestad sancionatoria ambiental para la 
aplicación del acto terrorista como eximente de responsabilidad en el pro-
cedimiento sancionatorio ambiental.
I . b a s e s  c o n c e p t a l e s  y  n o rm at i a s 
El análisis de la aplicación del acto terrorista como eximente de responsabili-
dad en el procedimiento sancionatorio ambiental en el ordenamiento jurídico 
colombiano requiere previamente la conceptualización del acto terrorista, los 
eximentes de responsabilidad y el hecho de un tercero, así como el estudio 
del artículo 8.º de la Ley 1333 de 2009, con el fin de entender el objetivo del 
legislador al incorporar el acto terrorista como eximente de responsabilidad 
independiente al hecho de un tercero. 
A .  e l  a c to  t e r ro r i s ta 
La situación de conflicto armado interno y el contexto de violencia generado 
por los grupos al margen de la ley en Colombia, ha llevado a que en diversos 
escenarios se haga mención al acto o hecho terrorista para hacer referencia a las 
actividades de dichos grupos. Sin embargo, la utilización deliberada de este 
término ha generado confusión respecto de su concepto y alcance. Por ello 
y en vista de la relevancia otorgada a este término en la Ley 1333 de 2009, es 
pertinente estudiar la definición de terrorismo o acto terrorista, lo que se realiza 
teniendo en cuenta el derecho internacional y el ordenamiento jurídico colom-
biano a partir de los regímenes jurídicos penal y contencioso administrativo. 
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1 .  d e r e c h o  i n t e r nac i o na l 
La comunidad internacional ha adoptado diversos instrumentos jurídicos, 
tanto universales como regionales (convenciones y protocolos, declaracio-
nes y resoluciones de la agnu), en torno a la lucha contra el terrorismo. En 
ninguno de esos instrumentos se hace referencia al concepto de terrorismo, 
aunque sí proscriben actividades que son consideradas terroristas (p. ej., 
atentados con bombas, terrorismo nuclear, financiación del terrorismo, toma 
de rehenes), y se imponen obligaciones a los Estados firmantes para prevenir, 
tipificar, investigar, juzgar y sancionar estos actos5. 
En el Derecho Internacional Humanitario (dih) no existe una definición 
del acto terrorista, aunque se establece la prohibición de cometer actos 
de terrorismo contra las personas que no participan en las hostilidades 
(art. .º, Protocolo ii adicional a los convenios de Ginebra). Asimismo, 
el artículo 13 proscribe “los actos o amenazas de violencia cuya finalidad 
principal sea aterrorizar a la población civil”, por lo que se podría entender 
 Hasta el día de hoy se han expedido 19 tratados internacionales relacionados con el terrorismo: 
Convenio sobre las infracciones y ciertos otros actos cometidos a bordo de las aeronaves (1963); 
Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves (1970); Convenio para la 
represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil (1971); Convención sobre la 
prevención y el castigo de delitos contra las personas internacionalmente protegidas (1973); 
Convención internacional contra la toma de rehenes (1979); Convención sobre la protección física 
de los materiales nucleares (1980); Protocolo para la represión de actos ilícitos en aeropuertos 
que presten servicio a la aviación civil internacional (1988); Convenio para la represión de actos 
ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima (1988); Protocolo para la represión de 
actos ilícitos contra la seguridad de las plataformas fijas (1988); Convenio sobre la marcación 
de explosivos plásticos para los fines de detección (1991); Convenio internacional para la repre-
sión de los atentados terroristas cometidos con bombas (1997); Convenio internacional para la 
represión de la financiación del terrorismo (1999); Convenio internacional para la represión de 
los actos de terrorismo nuclear (2005); Enmienda de la Convención sobre la protección física de 
los materiales nucleares (2005); Protocolo del Convenio para represión de actos ilícitos contra la 
seguridad de la navegación marítima (2005); Protocolo para la represión de actos ilícitos contra 
la seguridad de las plataformas fijas (2005); Convenio para la represión de actos ilícitos relacio-
nados con la aviación civil internacional (2010); Protocolo complementario del Convenio para la 
represión del apoderamiento ilícito de aeronaves (2010) y Protocolo que modifica el Convenio 
sobre las infracciones y ciertos otros actos cometidos a bordo de las aeronaves (201); disponible 
en [https://www.un.org/en/counterterrorism/legal-instruments.shtml]. 
5 La Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (2018) afirma que pese a la ausencia 
de un tratado internacional general contra el terrorismo, los instrumentos jurídicos que se han 
adoptado hasta el momento tienen un enfoque sectorial que aborda diferentes tipos y manifesta-
ciones del terrorismo, lo que ha permitido dar respuesta a ese delito. 
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que en el dih los actos de terrorismo tienen como único fin aterrorizar a 
la población. 
Entonces, esta rama del derecho internacional protege a los civiles y a 
las personas que han dejado de participar en el conflicto, por lo que están 
permitidos algunos actos que puedan generar terror siempre que se encuen-
tren dirigidos contra personal militar enemigo; por ello, los principios de 
distinción y de necesidad militar son la base para la categorización de un 
acto como “terrorista”6 (Swinnen, 2018). Esta diferenciación implica que 
un mismo hecho puede ser categorizado como acto terrorista en tiempos de 
paz o como acto bélico legítimo en un contexto de conflicto armado. 
En el Sistema Regional de Derecho Internacional de América, cuyo 
máximo órgano es la Organización de Estados Americanos, se adoptó la 
Convención Interamericana contra el Terrorismo en 2001, en la que tampo-
co existe una definición de terrorismo, sino que hace mención a los delitos 
señalados en los convenios celebrados en el marco de la Organización de las 
Naciones Unidas. No obstante, la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos en su Informe sobre Terrorismo y Derechos Humanos del 22 de 
octubre de 2002, identificó algunas características de los actos terroristas: 
son perpetrados a escala individual o colectiva, recurren a distintos medios 
y grados de violencia, desde amenazas para causar pánico hasta armas de 
destrucción masiva, e influyen negativamente en una variedad de personas 
a quienes el derecho internacional otorga una protección particular. 
En el derecho internacional general, la instancia que más avances ha 
realizado para lograr una definición del delito de terrorismo es la Organi-
zación de las Naciones Unidas7, la cual ha condenado este delito por medio 
de declaraciones y ha instado a los Estados a establecer acciones políticas y 
jurídicas para sancionarlo. La resolución más representativa en cuanto a la de-
finición de terrorismo es la A/res/9/60, que aprueba la Declaración sobre 
6 Con base en el principio de necesidad militar, swinnen (2018) señala que la calificación de un 
acto violento como acto terrorista no depende del sujeto que lo realiza sino de la acción ilícita 
que se comete contra la población civil. 
7 A nivel regional se destaca la decisión del 27 de diciembre de 2001 del Consejo Europeo, en la 
que definió el terrorismo como aquellos actos que “puedan dañar seriamente a un país o a una 
organización internacional y se cometan con uno de los siguientes objetivos: 1) intimidar seria-
mente a una población, 2) obligar indebidamente a un gobierno u organización internacional a 
realizar o dejar de realizar una actuación, 3) desestabilizar seriamente o destruir las estructuras 
políticas, constitucionales, económicas o sociales de un país o de una organización internacional” 
(trujillo, 2012: 195). 
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medidas para eliminar el terrorismo internacional, y en la que se incorporó 
el siguiente concepto “… actos criminales con fines políticos concebidos o 
planeados para provocar un estado de terror en la población en general, en 
un grupo de personas o en personas determinadas […] cualesquiera sean las 
consideraciones políticas, filosóficas, ideológicas, raciales, étnicas, religiosas 
o de cualquier otra índole que se han valer para justificarlos”. 
No obstante, las definiciones realizadas por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas se han plasmado en resoluciones, las cuales son instrumen-
tos de soft law y por lo tanto no son vinculantes para los países miembros8. 
Incluso, como señala Serranò (2018), la falta de consenso de los países res-
pecto de un concepto general de terrorismo ha sido el obstáculo para lograr 
incluir esta definición en un tratado9, lo que ha generado problemas para 
juzgar y sancionar a quienes cometen actos terroristas a nivel internacional10. 
Así las cosas, el punto en que concuerda la doctrina es la indefinición 
del concepto de terrorismo en el derecho internacional. Frente a este hecho 
diversos autores han propuesto múltiples definiciones, pero como señala 
Serranò (2018) “el terrorismo es un fenómeno dinámico que cambia cuan-
do cambia la sociedad en el tiempo y ni siquiera sería universal porque es 
realmente imposible que incluya todas las manifestaciones mundiales del 
terrorismo”, lo que nos lleva a concluir que las definiciones propuestas 
son infructuosas en la medida en que ninguna sería definitiva ni universal 
8 El único tratado que incluyó la definición de terrorismo fue la Convención para la Represión 
y Supresión del Terrorismo de 1937, la cual no entró en vigor. El texto estableció que los actos 
de terrorismo son “los actos criminales contra un Estado o cuya finalidad sea infundir terror a 
personas individuales, grupos de personas, o al público en general” (romeu, 2006). 
9 A pesar de la falta de consenso respecto de la definición del delito de terrorismo, sí hay consenso 
entre todos los países en cuanto a la importancia de luchar contra ese fenómeno con el fin de 
“proteger los valores máximos del derecho internacional como la prohibición de la utilización de 
la fuerza, la prohibición de intervenir en los asuntos de otro Estado, el respeto de los derechos 
humanos e incluso, el derecho a la libre determinación de los pueblos” (martínez, 201: 28).
10 Entre las conductas que son competencia de la Corte Penal Internacional no se incluyó el delito de 
terrorismo en el Estatuto de Roma, lo que ha generado una situación que favorece la impunidad e 
impide la garantía de los derechos de las víctimas. Frente a ese vacío se ha considerado que algunos 
actos de terrorismo se pueden catalogar como crímenes de guerra o de lesa humanidad, lo que 
permitiría su juzgamiento (serranò, 2018). Incluso, algunos tribunales penales internacionales 
ad hoc, como el Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, han tratado el terrorismo en 
el marco de los crímenes de guerra o como conductas que se cometen con ocasión de dichos 
crímenes (mateus-rugeles y martínez-vargas, 2010). 
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y estaría llamada a perder vigencia con la evolución de las dinámicas de la 
sociedad y del contexto socio-político de cada país. 
A pesar de ello, se debe señalar que la mayoría de las definiciones de 
terrorismo se refieren al elemento subjetivo del delito11, que consiste en 
utilizar la violencia con la intención de causar terror en la población –efectos 
psíquicos– para conseguir un resultado deseado, que por lo general es un 
cambio político12. En ese sentido, algunos autores, como Gasser (2002), 
afirman que la intención de aterrorizar a la población es el elemento necesario 
en el acto terrorista, por lo que podría suceder que no se afecte a personas 
o infraestructuras civiles, por ejemplo, mediante un bombardeo contra un 
objetivo cercano a una zona civil con la intención de sembrar terror en la 
población. 
Entonces, cada rama del derecho internacional, y cada tratado adoptado 
en el marco de la lucha contra el terrorismo otorgan unas características y 
unos elementos diferentes al acto terrorista, lo que dificulta la caracterización 
de los actos cometidos tanto en tiempos de paz como en contextos de conflicto 
armado, pues aunque en la mayoría se hace referencia a la intencionalidad 
como elemento definitorio, en algunos tratados este elemento no es suficiente 
sino que se requiere un resultado particular o un objetivo complementario. 
11 Por ejemplo: 1. El Convenio internacional para la represión de los atentados terroristas cometidos 
con bombas establece en su artículo 2.º los actos que son considerados delito y cuyo propósito 
puede ser causar la muerte o graves lesiones corporales o una destrucción significativa del lugar, 
instalación o red que pueda producir un gran perjuicio económico. Y el artículo 5.º señala que 
los Estados adoptarán una legislación interna encaminada a reprochar los actos que abarca el 
Convenio, cuando la intención o el propósito sea crear un estado de terror en la población, y 2. El 
Convenio internacional para la represión de la financiación del terrorismo establece en su artículo 
2.º que es delito proveer o recolectar fondos para cometer un acto cuyo propósito sea intimidar 
a una población u obligar a un gobierno o a una organización internacional a realizar un acto o a 
abstenerse de hacerlo. 
12 El terrorismo tiene unos elementos esenciales: manifestación de formas de violencia; intención 
de generar efectos psíquicos desproporcionados en relación con sus consecuencias materiales; 
finalidad de infundir terror en la población, y persecución de efectos comunicacionales en la 
medida que es utilizado como un instrumento para conseguir un resultado (mateus-rugeles y 
martínez-vargas, 2010). En otras definiciones que parten del derecho internacional, el elemento 
de la intencionalidad no es únicamente causar terror en una población sino que también puede 
ser “obligar a un gobierno o una organización internacional a realizar un acto o abstenerse de 
realizarlo” (romeu, 2006: 182). Otra de las intenciones identificadas en el marco del delito de 
terrorismo es “desestabilizar seriamente o destruir las estructuras políticas, constitucionales, 
económicas o sociales de un país o de una organización internacional” (trujillo, 2012: 195). 
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2 .  o r d e nam i e n to  j  r  d i c o  c o lom b i a n o
En el Código Penal colombiano se tipifica el delito de terrorismo. Este tipo 
penal ha evolucionado con los años y su interpretación ha sido disímil y 
confusa. Además, en materia de responsabilidad civil extracontractual del 
Estado, la jurisdicción de lo contencioso administrativo ha hecho mención 
a este concepto en sus pronunciamientos. Por lo anterior, veremos que no 
es posible afirmar que en Colombia el concepto de terrorismo es unívoco.
En primer lugar, el Código Penal tipifica el terrorismo tanto en tiempos 
de paz (Título xii. Delitos contra la seguridad pública) como en el marco 
del conflicto armado interno (Título ii. Delitos contra personas y bienes 
protegidos por el derecho internacional humanitario). Cada uno de esos tipos 
tiene elementos y características que los distinguen, por lo que dependiendo 
el contexto en que sea cometido el acto, se define el tipo penal aplicable para 
determinar si el acto puede ser catalogado como terrorista13. 
El artículo 1 establece el tipo penal “actos de terrorismo”, aplicable 
en el marco del derecho internacional humanitario: 
Artículo 1. Actos de terrorismo. El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto 
armado, realice u ordene llevar a cabo ataques indiscriminados o excesivos o haga 
objeto a la población civil de ataques, represalias, actos o amenazas de violencia cuya 
finalidad principal sea aterrorizarla, incurrirá por esa sola conducta en prisión de 
doscientos cuarenta (20) a cuatrocientos cincuenta (50) meses, multa de dos mil 
seiscientos sesenta y seis punto sesenta y seis (2.666.66) a cincuenta mil (50.000) 
smlmv, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de dos-
cientos cuarenta (20) a trescientos sesenta (360) meses (cursiva fuera de texto). 
El artículo 33 establece el tipo penal “terrorismo”, aplicable en tiempos 
de paz: 
Artículo 33. Terrorismo. El que provoque o mantenga en estado de zozobra o terror 
a la población o a un sector de ella, mediante actos que pongan en peligro la vida, 
la integridad física o la libertad de las personas o las edificaciones o medios de co-
13 Una de las principales implicaciones de la adecuación de la conducta a uno de los dos tipos 
penales sobre terrorismo en Colombia, es que en caso de que sea cometido en el marco del 
conflicto armado interno se entiende que infringe las normas del dih, por lo que la pena será 
cuantitativamente superior frente al terrorismo que solamente vulnera la seguridad pública en 
estado de normalidad (valcárcel, 2008). 
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municación, transporte, procesamiento o conducción de fluidos o fuerzas motrices, 
valiéndose de medios capaces de causar estragos, incurrirá en prisión de ciento 
sesenta (160) a doscientos setenta (270) meses y multa de mil trescientos treinta y 
tres punto treinta y tres (1.333.33) a quince mil (15.000) smlmv, sin perjuicio de la 
pena que le corresponda por los demás delitos que se ocasionen con esta conducta.
Si el estado de zozobra o terror es provocado mediante llamada telefónica, cinta 
magnetofónica, video, casete o escrito anónimo, la pena será de treinta y dos (32) a 
noventa (90) meses y la multa de ciento treinta y tres punto treinta y tres (133.33) 
a setecientos cincuenta (750) smlmv (cursiva fuera de texto). 
En el primer caso, el tipo penal requiere que, en desarrollo de un conflicto 
armado, se realicen u ordenen ataques indiscriminados o excesivos cuya 
finalidad principal sea aterrorizar a la población civil. En el segundo caso se 
requiere “un estado de zozobra o temor intensos, ocasionados por medio 
de instrumentos que causen grandes destrozos o estragos” (Valcárcel, 2008: 
381)1. La principal diferencia es que en el primero basta la intencionalidad 
de causar terror en la población, mientras que en el segundo es necesario que 
se obtenga el resultado, es decir, que se hubiere aterrorizado a las personas a 
través de actos que pongan en peligro la vida, la integridad física o la libertad. 
Para hacer claridad respecto de estas definiciones, la Sala de Casación 
Penal de la Corte Suprema de Justicia, en la Sentencia del 1.º de octubre de 
201[15], señaló que el delito de terrorismo del artículo 33 es de resultado, 
toda vez que requiere que se haya logrado amedrentar o poner en estado de 
pánico e incertidumbre a la población o parte de ella a través de actos que 
generen peligro a las personas o bienes establecidos en el tipo utilizando 
medios que tengan capacidad de causar daños16. Asimismo, explicó que la 
1 cruz (2011: 77) señala que el requisito de poner en peligro la vida, integridad o medios de 
comunicación para la configuración del terrorismo, crea “una casuística que no consulta con 
la realidad de la aparición de este delito, que puede catalogarse más como psicológico, desde la 
perspectiva que lo buscado por el verdadero terrorista no es necesariamente atentar contra la 
vida u otros bienes, sino la amenaza generalizada, y con ella la coacción para lograr beneficios de 
otro tipo”. 
15 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. SP13290-201, Radicación 001, M. P.: 
María del Rosario González Muñoz, Bogotá, 1.º de octubre de 201. 
16 La Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal, resaltó en la Sentencia del 15 de febrero 
de 2006, M. P.: Edgar Lombana Trujillo, que el delito de terrorismo se relaciona con las armas 
utilizadas y su potencialidad de causar daño, elemento que debe ir acompañado de la finalidad 
de provocar o causar terror en la población y de la capacidad de los actos de poner en peligro la 
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zozobra se refiere a una situación de intranquilidad, aflicción, angustia o 
incertidumbre y el terror corresponde al miedo, pánico o temor, elementos 
que deberán verificarse para la adecuación típica del delito. 
En la Sentencia del 21 de septiembre de 2009[17], la Corte Suprema de 
Justicia resaltó los dos tipos de terrorismo del Código Penal y señaló que 
puede haber terrorismo en el marco del conflicto armado interno cuando 
una de las partes “recurre a actos de violencia dirigidos contra la población 
civil con el fin de aterrorizarla para obtener una ventaja político-militar en 
relación con el conflicto armado”. 
Lo anterior refleja que el delito de terrorismo aplicable en tiempos de paz 
no exige la finalidad o intencionalidad de causar terror en la población, lo que 
dista de los conceptos identificados en el derecho internacional. Cruz (2011) 
afirma que este ingrediente subjetivo del terrorismo hace parte de la esencia 
del delito y del bien jurídico que se pretende proteger, por lo que cuestiona 
que se haya eliminado este elemento en el tipo, pues a su consideración, para 
realizar un acto terrorista no se necesita efectuar un desproporcionado acto 
violento y puede que no produzca daños personales, eventos que quedan 
excluidos del tipo en el país. 
En segundo lugar, la máxima autoridad de lo contencioso administrativo, 
el Consejo de Estado, en los casos de responsabilidad del Estado por hechos 
de terceros, ha hecho referencia al acto o hecho terrorista en diversas opor-
tunidades y bajo concepciones distintas. En algunas ocasiones ha resaltado 
que el concepto de acto terrorista depende del contexto en que fue cometido 
(en el marco del conflicto armado o en tiempos de paz). A continuación 
se mencionan algunos de los conceptos y características de acto terrorista 
determinados por esa entidad: 
– El acto terrorista implica una actuación delincuencial y deliberada de 
un grupo armado ilegal18. 
– Los actos terroristas son actos de violencia con los cuales se pretende 
causar un efecto sicológico de terror, sin importar quiénes sean las víctimas, 
a través de medios de destrucción masiva, dirigidos contra el Estado con el 
vida o integridad física de las personas o bienes, por lo que para la configuración del delito se 
requiere que la población inevitablemente se vea afectada. 
17 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia del 21 de septiembre de 2009, M. 
P.: Sigifredo Espinosa Pérez. 
18 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 22 de 
febrero de 2017, Expediente n.º 5032, C. P.: Carlos Alberto Zambrano Barrera. 
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fin de destruir o causar estragos, o al menos desestabilizar su organización 
u obtener considerables beneficios. Además, resaltó que el artículo 187 del 
Código penal que tipificaba el terrorismo contenía un elemento objetivo que 
es la utilización de medios de destrucción masiva y un elemento intencional 
de crear un ambiente de temor o perturbar el orden público19. En este caso, 
la definición del Consejo de Estado crea un elemento adicional al establecer 
que el acto terrorista está dirigido contra el Estado con fines de destrucción, 
desestabilización organizacional u obtención de beneficios. 
 – El elemento distintivo de los actos terroristas es el ataque a la sociedad 
en su conjunto, la intención es dañar a la sociedad y los daños materiales 
causados son un elemento accidental de la conducta20. 
– El acto de terrorismo hace referencia a un acto violento de carácter 
indiscriminado realizado con el objetivo de provocar pánico, temor o zozobra 
en la población civil21. 
– A partir del reconocimiento del conflicto armado interno en Colombia 
conforme a las reglas y requisitos del Derecho Internacional Humanitario, el 
Consejo de Estado señaló que los actos de violencia cometidos en el contexto 
del conflicto se deben estudiar de acuerdo con los principios y normas de esta 
rama del derecho internacional, por lo que la calificación de un acto como 
terrorista depende de los actos permitidos y prohibidos en los conflictos 
armados no internacionales22. 
– El acto terrorista implica necesariamente la utilización de la población 
civil como instrumento para presionar a las autoridades. No obstante, la de-
finición del terrorismo depende de si el acto se comete dentro o fuera de un 
conflicto armado interno. En el primer caso, el acto terrorista genera pánico 
y zozobra en la población civil con el objetivo de presionar a las autoridades 
a obtener un determinado resultado buscado por grupos insurgentes23. En 
este caso, contrario a lo que establece el derecho internacional, el Consejo de 
19 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 11 de 
diciembre de 2003, Expediente n.º 12916-13627, C. P.: Ricardo Hoyos Duque. 
20 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 18 de 
marzo de 2010, Expediente n.º 15591, C. P.: Enrique Gil Botero. 
21 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 1 de 
marzo de 2019, Expediente n.º 9617, C. P.: Marta Nubia Velásquez Rico. 
22 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 25 de 
enero de 2017, Expediente n.º 36115, C. P.: Marta Nubia Velásquez Rico. 
23 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 23 de 
mayo de 2018, Expediente n.º 135, C. P.: Stella Conto Díaz del Castillo. 
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Estado determinó que únicamente los grupos insurgentes pueden cometer 
actos terroristas, mientras que en el derecho internacional, cualquier parte 
del conflicto puede ser el sujeto activo de este delito. 
– En condiciones de paz, el acto terrorista tiene un elemento subjetivo 
encaminado a crear terror, intimidación o zozobra en la población, y un 
elemento objetivo que implica la utilización de medios con capacidad de 
generar peligro para la sociedad. De otro lado, los actos de terrorismo en el 
conflicto armado se caracterizan por el ataque a la población civil y por la 
transgresión de los principios de distinción y de proporcionalidad del dih2. 
La recopilación de estos pronunciamientos del Consejo de Estado y de la 
Corte Suprema de Justicia visibilizan la ausencia de una definición unívoca 
del acto terrorista en el país, pues si bien existe un consenso respecto de la 
necesidad de identificar si el acto fue cometido en un contexto de conflicto 
armado o en tiempos de paz previo a su adecuación típica, los requisitos y 
elementos del delito para cada caso no son claros, en algunos casos llegan a 
ser contradictorios y el objetivo establecido en la definición es distinto en 
cada pronunciamiento. 
B .  l o s  e  i m e n t e s  d e  r e s p o n s a b i l i da d 
Los eximentes de la responsabilidad civil extracontractual aluden a aquellas 
causas que interrumpen la imputación del daño probado a un hecho genera-
dor de ese daño. Según Patiño (2011), este análisis se realiza con posterioridad 
a la imputación y a la etapa de verificación del nexo de causalidad25, en las 
cuales se atribuye un resultado a una persona siempre que exista una relación 
causa-efecto entre su acción u omisión y el daño antijurídico probado y se 
determina la persona que jurídicamente está llamada a responder. 
Entonces, “por causal exonerativa de responsabilidad se entiende aque-
lla causal que impide imputar determinado daño a una persona, haciendo 
2 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 20 de 
junio de 2017, Expediente n.º 18860, C. P.: Ramiro Pazos Guerrero. 
25 Con posterioridad a la etapa de verificación del nexo causal se realiza la imputación, es decir, “la 
atribución jurídica de un daño a una o a varias personas que en principio tienen la obligación de 
responder”, por lo que se entiende que el nexo causal es un análisis realizado desde las teorías de la 
causalidad, y la imputación es un análisis jurídico en el que se busca la persona que jurídicamente 
está llamada a responder (patiño, 2011). 
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improcedente, en consecuencia, la declaratoria de responsabilidad” (Patiño, 
2011: 376). 
En términos generales, las causales eximentes de responsabilidad se refie-
ren a una causa extraña, que debe ser la causa única, exclusiva y determinante 
del daño para que el demandado se exonere de la obligación de responder. 
En este caso, la actividad del presunto responsable “no aparece sino como 
un simple instrumento de causas anteriores y la causa extraña, pues, es in-
dependiente de la culpabilidad, y sólo está referida a la causalidad que debe 
existir entre el hecho del agente y el daño producido” (Tamayo, 2015: 6). 
Tamayo (2015) define la causa extraña como “aquel evento irresistible 
y jurídicamente ajeno al demandado”. Con base en esta definición señala 
que la causa extraña tiene, entre otras, las siguientes características: i) no 
puede concurrir con la culpa del demandado, pues en caso de que este 
tenga una incidencia causal debe responder por el daño causado; ii) en el 
caso de actividades peligrosas, el demandado debe demostrar ausencia de 
culpa en el manejo de la actividad; iii) ningún evento puede considerarse a 
priori como causa extraña, pues en cada caso particular se deben verificar 
las características de la causa extraña, y iv) los elementos de la causa extraña 
son la imprevisibilidad, la irresistibilidad y la exterioridad. 
En el mismo sentido, la Corte Suprema de Justicia señaló que las cir-
cunstancias que eximen de responsabilidad son hechos externos, imprevistos 
e irresistibles, que interrumpen el nexo causal entre el suceso y el daño, lo 
que excluye la posibilidad de atribuir jurídicamente la responsabilidad al 
demandado, quien se encontró en una imposibilidad absoluta de enfrentar 
el hecho generador del daño debido a un obstáculo insuperable. Las carac-
terísticas de imprevisibilidad e irresistibilidad implican la “irrupción súbita 
de un suceso imposible de eludir, a pesar de la diligencia y cuidado obser-
vados con ese fin”26. Sobre este tema, esta corporación también señala que 
el rompimiento del nexo causal no puede interpretarse sin tener en cuenta 
la conducta del agente toda vez que la prueba de la causa extraña indica la 
ausencia de culpa, siendo esta el límite de la responsabilidad civil27. 
26 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia C-1230 del 25 de abril de 2018, 
Radicado n.º 08001-31-03-003-2006-00251-01, M. P.: Luis Alonso Rico Puerta. 
27 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 18 de diciembre de 2012, Ra-
dicado n.º 76001-31-03-009-2006-0009-01, M. P.: Ariel Salazar Ramírez. 
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Por su parte, el Consejo de Estado señaló que la causa extraña exime de 
responsabilidad cuando es exclusiva, única y determinante del daño, y para 
ello el demandado debe probar las circunstancias de tiempo, modo y lugar de 
la causa con el fin de acreditar sus elementos constitutivos28. Igual que en la 
jurisdicción civil, esta corporación exige tres elementos para la procedencia 
de la causa extraña: i) la irresistibilidad es la imposibilidad del obligado de 
llevar a cabo una actividad o comportamiento esperado para evitar los efectos 
de un fenómeno29; ii) la imprevisibilidad se refiere a que el acontecimiento 
sucedió de manera súbita y repentina, y que no fue posible contemplar su 
ocurrencia previamente por su carácter sorpresivo, excepcional o de rara 
ocurrencia, por lo que un hecho es imprevisible cuando pese a ser imaginado 
con anticipación, resulta súbito o repentino, o cuando acaeció a pesar de la 
diligencia y cuidado que se tuvo para evitarlo, y iii) la exterioridad respecto 
del demandado30. 
Una de las causas extrañas establecidas en el ordenamiento jurídico 
colombiano es el hecho de un tercero, causal que debe cumplir con los 
requisitos identificados previamente para su configuración. Según esta 
causal de exoneración de responsabilidad, “el causante directo del daño es 
un tercero ajeno a las partes intervinientes en el juicio de responsabilidad” 
(Patiño, 2011: 385), y por tercero se debe entender 
… cualquier persona diferente al deudor o causante del daño y que no tenga 
ninguna dependencia jurídica con el demandado […] esa dependencia jurídica 
se refiere no solamente a la actividad peligrosa considerada en sí misma, sino 
también a cualquier otra persona, cosa o actividad que dependa jurídicamente del 
demandado (Tamayo, 2015: 131).
28 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 23 de 
mayo de 2012, Expediente n.º 2681, C. P.: Mauricio Fajardo Gómez.  
29 tamayo (2015) señala algunas características para calificar un hecho como irresistible: i) lo irre-
sistible deben ser los efectos del fenómeno y no el fenómeno mismo; ii) no se debe confundir la 
dificultad con la imposibilidad, pues una simple dificultad no libera al demandado de su respon-
sabilidad; iii) la imposibilidad no tiene que ser sobrehumana, sino una imposibilidad razonable, 
es decir, se tendrán en cuenta las circunstancias del caso en particular para determinar si el hecho 
era irresistible, y iv) la irresistibilidad puede ser material o moral. 
30 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 1 de 
marzo de 2019, Expediente n.º 6628, C. P.: Marta Nubia Velásquez Rico; Consejo de Estado. 
Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 7 de octubre de 2015, 
Expediente n.º 3677, C. P.: Hernán Andrade Rincón. 
379Diana Geraldine Quevedo Niño
En relación con esta causal, la Corte Suprema de Justicia determinó que 
el hecho del tercero debe ser la causa exclusiva, eficaz, decisiva, definitiva e 
idónea de la lesión, y también se requiere que el hecho no haya podido ser 
previsto o evitado por el demandado31. En otras palabras, la corporación ha 
dicho que es necesario que “el hecho del tercero aparezca evidentemente 
vinculado por una relación de causalidad exclusiva e inmediata con el daño 
causado, caso en el cual la responsabilidad, anexa a la noción de culpa, se 
desplaza del autor del daño hacia el tercero”32. En caso contrario, cuando el 
hecho de un tercero no es exclusivo, sino que concurre con la conducta del 
demandado, se genera la obligación solidaria de reparar el daño conforme 
al artículo 23 del Código Civil. 
De otro lado, el Consejo de Estado33 identifica los siguientes requisi-
tos para que proceda el hecho del tercero como causal de exoneración de 
responsabilidad: i) debe ser la causa exclusiva del daño, de lo contrario se 
configura el supuesto del artículo 23 del Código Civil; ii) el hecho debe 
ser ajeno al servicio, es decir, el tercero es un externo a la entidad que no se 
encuentra dentro de su esfera jurídica ni está vinculado con el servicio, y 
iii) la actuación del tercero debe ser imprevisible e irresistible a la entidad. 
La imprevisibilidad se relaciona con la posibilidad concreta y real de acae-
cimiento del hecho y la irresistibilidad implica juicios de carácter técnico 
y económico. 
31 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 19 de mayo de 2011, Referencia: 
05001-3103-010-2006-00273-01, M. P.: William Namén Vargas; Corte Suprema de Justicia. Sala 
de Casación Civil. Sntencia C-1230 del 25 de abril de 2018, Radicación n.º 08001-31-03-003-
2006-00251-01, M. P.: Luis Alonso Rico Puerta. 
32 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 8 de octubre de 1992, Expediente 
n.º 36, M. P.: Carlos Esteban Jaramillo Schloss.
33 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 28 de 
septiembre de 2011, Expediente n.º 2179, C. P.: Ruth Stella Correa Palacio; Consejo de Estado. 
Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 1.º de febrero de 2012, 
Expediente n.º 21567, C. P.: Jaime Orlando Santofimio Gamboa; Consejo de Estado. Sala de lo 
Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 23 de agosto de 2010. Expediente 
n.º 18891, C. P.: Ruth Stella Correa Palacio. 
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C .  e l  a c to  t e r ro r i s ta ,  e  i m e n t e 
d e  r e s p o n s a b i l i da d  e n  e l  p ro c e d i m i e n to 
s a n c i o nato r i o  am b i e n ta l  ( a rt.  8 . º ,  l e y  13 3 3 
d e  2 0 0 9 )
El Proyecto de ley 92 de 2006, presentado por el entonces senador Germán 
Vargas Lleras, establecía en su artículo 8.º la fuerza mayor o el caso fortuito 
como causales eximentes de responsabilidad en el procedimiento sanciona-
torio ambiental3. En el segundo debate se aprobó el texto del proyecto de 
ley y se incluyó el hecho de un tercero a las causales eximentes de respon-
sabilidad35. Esta redacción se mantuvo hasta el cuarto debate realizado en la 
Cámara de Representantes, en que los congresistas Orsinia Polanco, Fabio 
Arango, Crisanto Pizo, Liliana Barón y otros, presentaron una proposición 
que fue aprobada y quedó en el texto definitivo de la Ley 1333 de 2009: 
Artículo 8.º. Son eximentes de responsabilidad: 
1. Los eventos de fuerza mayor o caso fortuito, de conformidad con la definición 
de los mismos contenida en la Ley 95 de 1890.
2. El hecho de un tercero, sabotaje o acto terrorista.
En el acta de la plenaria n.º 119 de la sesión ordinaria del 18 de junio de 
2008, llevada a cabo en la Cámara de Representantes, se observa que el texto 
fue aprobado sin discusión o análisis de los congresistas, lo que dificulta 
entender cuál fue el objetivo o la razón para incluir el acto terrorista como 
causal eximente de responsabilidad independiente al hecho de un tercero. 
3 “Proyecto de ley n.º 92 de 2006 Senado. El día 17 del mes de agosto del año 2006 se radicó en 
este despacho el Proyecto de ley número 92, con todos y cada uno de los requisitos constitucio-
nales y legales, por el honorable Senador Germán Vargas Lleras […] Artículo 8º. Eximentes de 
responsabilidad. Son eximentes de responsabilidad los eventos de fuerza mayor o caso fortuito de 
conformidad con la definición de los mismos contenida en la Ley 95 de 1890”. 
35 “2.º Texto aprobado en Sesión Plenaria del Senado de la República del día 12 de diciembre de 
2007 al Proyecto de ley n.º 092 de 2006 Senado […] Artículo 8.º. Son eximentes de responsabili-
dad los eventos de fuerza mayor o caso fortuito, de conformidad con la definición de los mismos 
contenida en la Ley 95 de 1890. De la misma serán eximentes de responsabilidad el hecho de un 
tercero o la culpa exclusiva de la víctima”. 
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Por lo anterior, una de las primeras dudas que surge es ¿cuál de las defi-
niciones de acto terrorista fue la que el legislador tuvo en cuenta cuando lo 
incluyó como eximente de responsabilidad en el procedimiento sancionatorio 
ambiental? La dificultad para responder esta pregunta hace discutible el 
hecho de que el legislador decidiera incluir el término acto terrorista como 
eximente independiente al hecho del tercero cuando su concepto es ambiguo, 
tanto a nivel internacional como nacional, y considerando que tiene elemen-
tos distintos dependiendo de si los ataques son perpetrados por las partes de 
un conflicto armado no internacional o son cometidos en tiempos de paz. 
Ahora bien, la inclusión de este término por el legislador pudo surgir 
como respuesta al contexto de violencia del país y a los múltiples ataques 
contra la infraestructura petrolera y energética que han implicado afecta-
ciones graves al medio ambiente. Entonces, ¿el legislador buscó establecer 
este eximente de forma independiente para que no fuera necesario probar 
que el acto terrorista había sido la causa única, exclusiva y definitiva del 
daño? ¿se pretendía omitir los requisitos de exterioridad, irresistibilidad 
e imprevisibilidad que exige el hecho de un tercero? ¿se tuvo en cuenta el 
pronunciamiento del Consejo de Estado en el que señaló que los actos de 
terrorismo no podían ser considerados a priori como hechos “exclusivos” 
de un tercero36?
En todo caso, la diferenciación del legislador, contrario a dar claridad 
respecto de la responsabilidad por actos terroristas, generó mayor confu-
sión, pues al ser una causal eximente de responsabilidad implica probar los 
requisitos de exterioridad, irresistibilidad e imprevisibilidad exigidos para 
la configuración de una causa extraña que interrumpa la imputación de la 
responsabilidad. En caso contrario, se desconocerían las bases de la respon-
sabilidad civil extracontractual, pues se podría exonerar a quien, con culpa 
por falta de debida diligencia, contribuyó a la causación del daño. 
Por lo anterior, y considerando que el legislador no definió los requisitos 
del acto terrorista como eximente de responsabilidad, es posible afirmar 
que se deben cumplir los requisitos del hecho de un tercero, pues así lo ha 
tratado la jurisprudencia civil y contencioso administrativa al entender que 
el acto terrorista es un acto cometido por un tercero ajeno. 
36 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 18 de 
marzo de 2010, Expediente n.º 15591, C. P.: Enrique Gil Botero. 
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En forma de conclusión, el estudio de las bases conceptuales y normativas 
del acto terrorista como eximente de responsabilidad civil extracontractual 
genera múltiples inquietudes que impiden tener claridad sobre esta causal 
de exoneración. Por ello, el estudio de este eximente en el procedimiento 
sancionatorio ambiental por las autoridades que tienen la titularidad de la 
potestad sancionatoria genera dificultades, ante las cuales la solución más 
plausible es recurrir a los elementos legal y jurisprudencialmente establecidos 
para el hecho de un tercero. 
i i .  j  r i s p r d e n c i a  d e l  a c to  t e r ro r i s ta 
c omo  e  i m e n t e  d e  r e s p o n s a b i l i da d  e n  c a s o s 
q  e  i n o l c ra n  at e n ta d o s  a  la  i n f ra e s t r c t  ra 
p e t ro l e ra
En su artículo 5.º la Ley 1333 de 2009 establece el daño al medio ambiente 
como infracción ambiental, el cual, para que dé lugar una sanción adminis-
trativa ambiental, debe tener las mismas condiciones exigidas para la configu-
ración de la responsabilidad civil extracontractual. Por ello, y considerando 
que las autoridades que cuentan con la potestad sancionatoria ambiental no 
han llevado casos en los que hubieren tenido que analizar el acto terrorista 
como eximente de responsabilidad, a continuación se realiza un breve estudio 
de la jurisprudencia en materia de responsabilidad civil extracontractual, 
tanto de particulares como del Estado, por atentados contra la infraestructura 
petrolera, toda vez que son estos hechos los que han involucrado daños al 
medio ambiente por actos terroristas. 
A .  ataq  e  a l  o l e o d  c to  d e  o c e n s a  e n  m ac h  c a
Los hechos: 
1. La sociedad Oleoducto Central S. A. (Ocensa) obtuvo licencia ambiental 
para la construcción y operación del oleoducto Cusiana-La Belleza, Vasconia-
Coveñas, el cual atraviesa la población de Machuca ubicada en el municipio 
de Segovia, Antioquia. 
2. En el Plan de contingencia se estableció que las secciones del oleoducto 
de alta pendiente representan alto riesgo, por lo que el Ministerio del Medio 
Ambiente resaltó la necesidad de instalar válvulas en ellas, especialmente en 
383Diana Geraldine Quevedo Niño
la población de Machuca por estar ubicada cerca de una de dichas secciones. 
El oleoducto estaba ubicado a 150 metros del corregimiento de Machuca, lo 
que constituía un riesgo de posibles afectaciones a la comunidad. 
3. En 1998 se presentaron tres ataques al oleoducto. El tercer ataque ocu-
rrió el 18 de octubre y causó la rotura de un tubo, lo que generó el derrame 
de 22.000 barriles de petróleo. Posteriormente se presentó un incendio del 
hidrocarburo derramado, el cual produjo la muerte de 80 personas, lesiones 
graves a 120 y heridas a 0, además de los daños a la flora, la fauna, los re-
cursos hidrológicos, el suelo, el aire y la infraestructura de la población de 
Machuca, y secuelas físicas, psíquicas y psicológicas en los sobrevivientes. 
. Las víctimas de la población de Machuca interpusieron una deman-
da contra Ocensa para que fuera declarada como responsable de los daños 
ocasionados por la explosión e incendio de los barriles de petróleo en la 
población de Machuca. 
Primera instancia: 
El 29 de octubre de 2009, el a quo acogió parcialmente las pretensiones de 
la demanda y concluyó que Ocensa era responsable de los hechos ocurridos 
el 18 de octubre de 1998 por no haber adoptado las medidas de prevención 
necesarias para la protección del oleoducto en el tramo ubicado cerca de la 
población, el cual era considerado de riesgo alto, teniendo en cuenta que 
desarrollaba una actividad peligrosa.
Segunda instancia: 
En segunda instancia el tribunal profirió sentencia el 16 de julio de 2013, y 
en ella confirmó lo resuelto por el a quo referente a la declaratoria de res-
ponsabilidad civil de Ocensa por los hechos ocurridos el 18 de octubre de 
1998. Los argumentos del Tribunal se sintetizan a continuación: 
i) La actividad de producción, distribución y almacenamiento de gases 
metano y propano, gas en forma líquida y gas para uso doméstico, y la ma-
nipulación de materias inflamables son consideradas actividades peligrosas, 
por lo que el transporte de hidrocarburos es una actividad que conlleva la 
potencialidad de causar daño. 
ii) A pesar de las recomendaciones y requerimientos del Ministerio del 
Medio Ambiente para que la sociedad incluyera en el plan de contingencia 
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la variable de orden público, Ocensa no cumplió con dichos requerimientos 
y mostró renuencia en ajustar el plan de contingencia a la realidad social 
del país. 
iii) En este caso no se cumplió el requisito de imprevisibilidad del hecho 
de un tercero para la configuración de la eximente de responsabilidad, toda 
vez que para la época de los hechos había una alteración grave del orden 
público y que antes del ataque del 18 de octubre se habían presentado 
con anterioridad ataques reiterados al oleoducto de la demandada, lo que 
le imponía una obligación de seguridad mayor para evitar causar daños a 
terceros. 
iv) La empresa era guardiana de la actividad de transporte de hidro-
carburos, por lo que tenía la obligación de prever las consecuencias de la 
posibilidad de derrame del hidrocarburo en el tramo del oleoducto que 
pasaba por Machuca pues la ubicación del ducto implicaba un peligro para 
esta población, por lo que se requería la utilización de medidas de seguridad 
de manera permanente. 
v) Hubo fallas en la vigilancia y control del oleoducto, por lo que la 
empresa incurrió en culpa suficiente para comprometer su responsabilidad. 
Casación ante la Corte Suprema de Justicia. 
Ocensa presentó demanda de casación contra la sentencia del tribunal, que 
fue resuelta por la Corte Suprema de Justicia en la Sentencia del 19 de di-
ciembre de 2018[37] de manera desfavorable, pues la corporación confirmó 
la sentencia del tribunal en cuanto a la responsabilidad de Ocensa por los 
hechos del 29 de octubre de 2009 con base en lo siguiente:
i) La actividad de transporte de hidrocarburos es peligrosa pues la na-
turaleza de la actividad genera riesgos y puede causar eventos en los que, 
ya sea por causas de la naturaleza o del hombre, se produzca el derrame de 
hidrocarburos, provocando explosión o combustión y causar perjuicios de 
incontrolables efectos. 
ii) Ocensa fue diligente en la operación y construcción al superar los 
estándares nacionales e internacionales de prevención, lo que permitió que 
el oleoducto tuviera características de seguridad óptimas y mejores respec-
37 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia SC5686 del 19 de diciembre de 
2018, M. P.: Margarita Cabello Blanco. Radicación n.º 05736 31 89 001 200 0002 01. 
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to de otros oleoductos de Latinoamérica. Pese a ello, Ocensa tomó como 
punto de referencia un país con una situación de orden público distinta a 
la de Colombia, y frente a los requerimientos de considerar en el plan de 
contingencias el orden público del país la empresa decidió ser renuente y 
no ajustarlo a lo solicitado. 
iii) Los informes técnicos señalan que debido a las altas pendientes por 
donde transita el río Pocuné, la ubicación constituyó una falla en el diseño 
del oleoducto en relación con la población de Machuca, lo que que contri-
buyó decididamente a generar el perjuicio, lo cual es razón suficiente para 
endilgar responsabilidad al guardián de la actividad peligrosa. Esto, porque 
si en el diseño del tubo se hubieran tenido en cuenta las medidas de precau-
ción necesarias para evitar la concreción de perjuicios a dicha población, la 
conclusión hubiera sido instalarlo en otra parte. Así, sin importar la causa 
del derrame de crudo (un desastre natural o un atentado terrorista), la ubi-
cación del oleoducto cercano a la población de Machuca fue la que generó 
una “dificultad en cuanto a la insuperable posibilidad de refrenar los efectos 
perniciosos del derrame del crudo”. 
iv) Durante el diseño del oleoducto se identificó que su construcción 
constituía un riesgo latente que implicaba extremar las medidas de vigilancia, 
control y diseño, las cuales efectivamente se ejecutaron; sin embargo, aceptar 
que el oleoducto pasara por el lugar donde fue dinamitado significó una 
culpa incidente de Ocensa en la causación del daño, por lo que, sin importar 
el sistema o tipo de responsabilidad, esa conducta culposa contribuyó al 
surgimiento del daño constituyendo una concausa y, por lo tanto, generando 
responsabilidad para la empresa. 
En este caso, a pesar de que el evento involucró un atentado cometido 
por un grupo subversivo, se pueden identificar los criterios que tuvieron en 
cuenta tanto el Tribunal como la Corte Suprema de Justicia para declarar 
la responsabilidad de la empresa: i) el guardián de una actividad peligrosa 
tiene la carga de aumentar las medidas de vigilancia en las zonas con acti-
vidades de orden público, y ii) la existencia de una conducta culposa en la 
materialización del daño no puede eximir de responsabilidad, entendiendo 
que aun cuando con posterioridad intervenga un tercero, ello implica la 
concurrencia de culpas en los daños ocasionados. 
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B .  ataq  e  d e  la s  fa rc  a  p o l i d  c to  d e  e c o p e t ro l 
e n  a l b  n  ( c n d i nam a rc a )
Los hechos: 
El 17 de marzo de 1991, en el municipio de Albán (Cundinamarca), las 
farc activaron un explosivo en un tramo del poliducto de Ecopetrol que se 
encuentra entre Puerto Salgar y Bogotá causando un incendio que afectó los 
bienes ubicados en los predios rurales colindantes, matando los animales, y 
arrasando la vegetación y los cultivos.
Primera instancia: 
En la Sentencia de primera instancia del 11 de noviembre de 1999 el Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca negó las pretensiones al considerar que no 
había habido falla en el servicio, pues tanto Ecopetrol como el Ministerio de 
Defensa habían ejecutado las acciones de seguridad requeridas, de acuerdo 
con los riesgos asociados a la actividad. 
Segunda instancia ante el Consejo de Estado: 
La parte demandante interpuso recurso de apelación contra la sentencia 
de primera instancia, el cual fue resuelto por el Consejo de Estado en la 
Sentencia del 29 de octubre de 2012[38]. En segunda instancia se declaró la 
responsabilidad de Ecopetrol por los daños ocasionados en virtud de la teoría 
del riesgo excepcional y con base en los siguientes argumentos: 
i) No se configuró la responsabilidad con fundamento en la falla en el 
servicio, toda vez que Ecopetrol adoptó medidas encaminadas a vigilar y 
proteger sus instalaciones e infraestructura a lo largo de la línea del oleoducto 
con colaboración del Ejército. De esta manera, la entidad actuó de manera 
diligente para prevenir los riesgos generados por la presencia de grupos 
armados en la zona. 
ii) La materialización del riesgo de atentados perpetrados por grupos 
armados en la zona no se puede atribuir a alguna de las entidades demandadas 
38 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 29 de 
octubre de 2012, Expediente n.º 1872, C. P.: Danilo Rojas Betancourth. 
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toda vez que estas actuaron con diligencia para prevenir la concreción de 
dicho riesgo. Ahora bien, a pesar de las medidas adoptadas por cada enti-
dad, les era imposible prever con exactitud dónde, cuándo y de qué forma 
se realizaría el atentado. 
iii) El atentado estaba dirigido específicamente contra un bien iden-
tificable como Estado en el marco del conflicto armado interno, pues fue 
dirigido contra la infraestructura de transporte de petróleo de propiedad de 
una empresa del Estado (Ecopetrol) con el fin de desestabilizar y debilitar 
las instituciones estatales. 
iv) La cercanía de la población a la infraestructura de transporte de 
combustible generó riesgos para la seguridad de las personas y sus bienes, 
por lo que los daños fueron la materialización de dicho riesgo creado por 
el Estado, pues para la época de los hechos la guerrilla frecuentaba atentar 
contra la infraestructura energética y petrolera del país. Bajo este supuesto, 
Ecopetrol es responsable de los daños ocasionados con la concreción del 
riesgo excepcional creado por la cercanía del poliducto a los habitantes del 
municipio de Albán. 
C .  at e n ta d o  c o n t ra  e l  o l e o d  c to 
t ra n s a n d i n o  d e  e c o p e t ro l 
Los hechos: 
1. Ecopetrol y el Ministerio de Minas y Energía son propietarias del oleoduc-
to transandino que recorre los municipios de Orito, Putumayo y Tumaco en 
Nariño. También pasa por el municipio de Ricaurte sin ninguna estructura 
de protección. 
2. El 29 de diciembre de 1992 un grupo armado realizó un atentado 
contra la infraestructura del oleoducto transandino. Momentos después, 
la expansión de gases y crudo ocasionó un incendio que afectó a los civiles 
que transitaban por el lugar. 
3. El 19 de diciembre de 199 las víctimas de ese hecho presentaron 
demanda contra el Ministerio de Minas y Energía, el Ministerio de Defensa 
y Ecopetrol para buscar la indemnización de los perjuicios ocasionados a 
raíz de la explosión del oleoducto. 
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Primera instancia: 
En primera instancia el Tribunal Administrativo de Nariño consideró que los 
daños habían sido ocasionados por el atentado terrorista y que las entidades 
demandadas no habían contribuido a la causación del daño, razón por la cual 
denegó las pretensiones de la demanda. 
Segunda instancia ante el Consejo de Estado: 
En sentencia de segunda instancia, en la Sentencia del 11 de diciembre de 
2003[39] el Consejo de Estado declaró a Ecopetrol responsable de los daños 
ocasionados a los accionantes bajo los siguientes argumentos: 
i) Aunque el oleoducto transandino había sido reiteradamente objeto 
de atentados, la corporación consideró que no se podía atribuir falla en el 
servicio a las entidades demandadas por omitir la señalización, o por no 
recubrirlo, toda vez que, si bien tenían la obligación vigilar el oleoducto, en 
razón a su extensión no era posible hacerlo permanentemente en todo su 
recorrido; además, el atentado fue un hecho imprevisible para la entidad y 
ajeno al funcionamiento de la actividad. 
ii) En los casos de atentados contra las instituciones, en los que el fin 
es destruirlas u obtener concesiones importantes en el marco del conflicto 
armado, el vínculo causal se genera porque el atentado se dirige contra un 
establecimiento representativo del Estado, y los particulares damnificados no 
tienen el deber de soportar los daños generados por tales hechos en virtud 
de los principios de equidad y solidaridad. 
iii) La responsabilidad por actos dirigidos contra establecimientos repre-
sentativos del Estado no se puede limitar a los objetivos militares o policivos, 
sino que se debe aplicar a todos los casos en los que se identifique un objeto 
como estatal, pues ello se corresponde con la justificación del vínculo causal 
que es el riesgo que se crea con una actividad que ha sido elegida por los 
terroristas como objetivo. 
iv) Los atentados contra oleoductos han sido utilizados por los grupos 
subversivos como “una forma de rechazo y arma de presión para influir en 
políticas gubernamentales relacionadas con la explotación económica de este 
39 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 11 de 
diciembre de 2003, C. P.: Ricardo Hoyos Duque. Expediente n.º 12916-13627.
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bien estatal”, es decir, los grupos buscan oponerse a la política petrolera del 
Estado. Por ello se entiende que los atentados contra los oleoductos, que 
son bienes estatales, hacen parte de la lucha contra las políticas del Estado, 
y por tanto, las víctimas no tienen el deber de soportar los daños derivados 
de dichos atentados. 
D .  at e n ta d o  a l  o l e o d  c to 
c a  o  l i m n - c o e  a s  d e  e c o p e t ro l
Los hechos:
1. Entre 1995 y 1996 se produjeron varios ataques contra el oleoducto Caño 
Limón-Coveñas, por lo cual Ecopetrol procuró adoptar las medidas para 
mitigar sus efectos. En abril de 1996 el oleoducto fue objeto de un nuevo 
ataque que ocasionó el derrame de 7.686 barriles de petróleo, afectando la 
hacienda “La Ponderosa”. 
2. Los propietarios de la hacienda “La Ponderosa”, dedicada a la activi-
dad piscícola, demandaron al Ministerio de Defensa y a Ecopetrol por los 
daños producidos con ocasión del derrame de petróleo del oleoducto Caño 
Limón-Coveñas.
Primera instancia: 
En primera instancia el Tribunal Administrativo de Santander, Norte de 
Santander y César accedió a las pretensiones de la demanda con base en los 
siguientes argumentos: 
i) Ecopetrol tenía el deber de prevenir el derrame de petróleo, para lo 
cual debía solicitar vigilancia especial y permanente, más aún considerando 
que la zona donde se produjo el atentado tenía graves alteraciones de orden 
público y que ya había sido objeto de varios atentados que habían afectado 
el medio ambiente y las actividades económicas de la población. 
ii) Ecopetrol es la entidad que se beneficia del oleoducto para el cum-
plimiento de sus fines, por lo que impuso una carga a los particulares que 
estos no tienen el deber de soportar. 
iii) El Ministerio de Defensa tenía el deber de otorgar seguridad a la 
población, y a pesar de tener conocimiento de los atentados cometidos contra 
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el oleoducto, no emprendió ninguna actividad dirigida a cumplir su deber, 
por lo que es solidariamente responsable. 
Segunda instancia ante el Consejo de Estado: 
En segunda instancia, en la Sentencia del 13 de abril de 2016[0] el Consejo 
de Estado revocó la sentencia del a quo y negó las pretensiones de la demanda 
con base en los siguientes argumentos: 
i) Las entidades demandadas no incurrieron en falla en el servicio porque 
Ecopetrol actuó de manera oportuna y eficaz frente al derrame de petróleo 
ocasionado por el atentado terrorista, siendo esa la causa del derrame al 
constatarse que no obedeció a algún problema adjudicable a la infraestructura 
o a las labores de la entidad. 
ii) A raíz de los dos atentados previos cometidos en el mismo lugar de 
los hechos, Ecopetrol adoptó medidas encaminadas a mitigar los efectos del 
derrame de petróleo mediante su recolección y almacenamiento, y el lavado 
del área afectada. La entidad también realizó estudios para verificar la viabi-
lidad técnica de construir un punto de control de contaminación en el sector, 
alternativa que fue descartada por las condiciones del terreno, por lo que se 
creó un punto de control en una población cercana, lo que permitió atender 
con mayor prontitud las secuelas del ataque cuyos efectos son objeto de litigio. 
El lugar en que ocurrió el atentado tiene características montañosas de 
forma que los efectos de los ataques contra el oleoducto presentan mayor 
intensidad, por lo que los efectos negativos del atentado eran imposibles de 
evitar. No obstante, Ecopetrol adoptó varias medidas encaminadas a miti-
gar los impactos del derrame de crudo, tales como suspender el bombeo de 
petróleo, poner en marcha el plan de contingencia en compañía de la fuerza 
pública, extraer el crudo de los estanques piscícolas y remover el suelo para 
extraer los residuos de crudo. 
El oleoducto Caño Limón-Coveñas tiene una extensión de más de 770 
kilómetros y atraviesa siete departamentos, por lo que es una infraestructura 
naturalmente propensa a ataques violentos, aspecto que los hace imprevisibles 
y de poca posibilidad de control, lo que genera un gran impacto ambiental, 
económico y social. 
0 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 13 de 
abril de 2016, Expediente n.º 2392, C. P.: Marta Nubia Velásquez Rico. 
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Lo anterior demuestra que no hubo una conducta negligente de Ecope-
trol, puesto que actuó con diligencia antes, durante y después del hecho para 
tratar de impedir los impactos negativos del derrame de petróleo ocasionado 
por actos de terceros contra su infraestructura.
iii) En relación con la aplicación de la teoría del riesgo excepcional por 
riesgo de conflicto, y puesto que el oleoducto es un bien representativo del 
Estado, el Consejo de Estado consideró que en este caso no procedía realizar 
el estudio de su aplicación toda vez que el daño causado no fue antijurídi-
co pues la actividad desarrollada en el predio afectado no cumplía con los 
requisitos legales para su operación al no contar con la concesión de aguas 
necesaria para el desarrollo de la actividad piscícola, por lo que el daño no 
recayó sobre un bien jurídicamente protegido. 
E .  s a n c i  n  d e  la  c o r p o rac i  n  a t noma  r e g i o na l 
c o n t ra  e c o p e t ro l  p o r  d e r ram e  d e  h i d ro c a r b  ro s 
e n  b a r ra n c a b e rm e j a
Los hechos: 
1. La Corporación Autónoma Regional de Santander inició una investi-
gación a Ecopetrol por el derrame de hidrocarburos en el municipio de 
Barrancabermeja, en la cual se surtieron todas las etapas del procedimiento 
sancionatorio que finalizó con la imposición de una sanción a Ecopetrol por 
la infracción ambiental. 
2. Ecopetrol demandó la nulidad y restablecimiento del derecho contra 
la Corporación Autónoma Regional de Santander por la Resolución 699 de 
1998, alegando la violación de la Constitución Política, el Decreto 159 de 
198, la Ley 99 de 1993 y la Resolución 119 de 199, pues consideró que 
se aplicó la responsabilidad objetiva, que no se tuvo en cuenta el hecho de 
un tercero (el derrame fue consecuencia de acciones delictivas contra la 
infraestructura de hidrocarburos) y que se vulneró el derecho de defensa. 
Primera instancia: 
En primera instancia el Tribunal Administrativo de Santander, Norte de 
Santander y César denegó las pretensiones de la demanda, señaló que el 
daño a los recursos naturales estaba probado y que no se requería culpa o 
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dolo en la contaminación, por lo que al ser Ecopetrol responsable del manejo 
de hidrocarburos y saneamiento ambiental no importaba la gravedad de 
la contaminación, pues la falta de medidas había sido el fundamento para 
imponer la sanción. 
Segunda instancia ante el Consejo de Estado: 
En segunda instancia, en la Sentencia del 30 de enero de 200[1] el Consejo 
de Estado consideró que no se habían adoptado oportunamente las medidas 
para conjurar la contaminación y que no se había puesto en práctica uno de 
los planes de contingencia establecidos por Ecopetrol, por lo que su conducta 
fue negligente. Por ello, afirmó que la sanción no se impuso con base en una 
responsabilidad objetiva, sino que estaba probada la culpa por la negligencia 
de la entidad al no atender de manera oportuna el derrame de petróleo. 
F.  ataq  e  d e  la s  fa rc - e p  a l  g a s o d  c to 
b a r e na s - b a r ra n q  i l la  d e  p rom i g a s  s .  a . 
Los hechos: 
1. El Ministerio de Minas y Energía otorgó una concesión a Promigas sobre 
el gasoducto Barenas-Barranquilla para la comercialización y el transporte 
de gas natural. El gasoducto se construyó en terrenos baldíos de la nación, 
zona que posteriormente fue ocupada por viviendas urbanas, lo que generó 
un riesgo para la vida y seguridad de los habitantes. 
2. El 21 de octubre de 2001 las farc-ep atacaron una válvula reguladora 
del gasoducto, la cual explotó causando la pérdida de vidas humanas, daños en 
la integridad de las personas, y en los bienes y actividades de los ciudadanos. 
3. Luis Carlos Martínez y otros instauraron contra Promigas S. A. y 
el Ministerio de Minas y Energía una acción de grupo para que declarara 
a las entidades demandadas responsables de los daños ocasionados con la 
explosión del gasoducto en un tramo del tubo, y ordenara la reparación de 
los daños causados a las víctimas. 
1 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Primera. Sentencia del 30 
de enero de 200, Expediente n.º 7, C. P.: Camilo Arciniegas Andrade. 
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Primera instancia: 
En primera instancia el Juzgado Segundo Administrativo Oral de Riohacha 
acogió parcialmente las pretensiones de la demanda y declaró responsa-
bles a las partes demandadas. El a quo argumentó que el transporte de 
hidrocarburos es una actividad peligrosa, por lo que las entidades crearon 
un riesgo en virtud del contrato de concesión. Señaló que el fundamento 
de la responsabilidad es el riesgo excepcional porque la infraestructura 
para el transporte de hidrocarburos es un elemento representativo del 
Estado, susceptible de ser atacado por las farc-ep en razón al conflicto 
armado interno. 
La parte demandante interpuso recursos de apelación al no estar de acuer-
do con las condenas impuestas y los rubros indemnizatorios. Promigas S. A. 
también apeló la sentencia de primera instancia por las siguientes razones: 
i) El régimen de responsabilidad que le es aplicable es el civil por ser una 
entidad privada, por lo que el juez erró al atribuirle la responsabilidad con 
fundamento en la responsabilidad de las entidades estatales. 
ii) El gasoducto es de propiedad privada, por lo que no es un elemento 
representativo del Estado, lo que impide la aplicación de la teoría del riesgo 
excepcional del Consejo de Estado. 
iii) El daño fue causado por un tercero, por lo que se configuró una causal 
de exoneración de responsabilidad toda vez que el atentado era imprevisible 
e irresistible para Promigas. 
iv) El juzgado confundió la teoría del riesgo por actividades peligrosas 
con la teoría del riesgo conflicto, pues aunque señaló que la actividad de 
transporte de hidrocarburos es peligrosa, la atribución de responsabilidad se 
basó en el riesgo que crea el Estado dentro del conflicto armado. Este riesgo 
es generado por el Estado, y por lo tanto no puede ser atribuido a Promigas. 
Segunda instancia: 
El Tribunal Administrativo de La Guajira resolvió los recursos de apelación 
interpuestos por los demandantes y Promigas S. A., y en su decisión confirmó 
el fallo recurrido y modificó las condenas impuestas a Promigas y al Minis-
terio de Minas y Energía como responsables de los daños ocasionados a los 
demandantes. Los siguientes fueron los argumentos del Tribunal plasmados 
en la Sentencia del 25 de mayo de 2017: 
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i) El fundamento de la responsabilidad en este caso es el riesgo benefi-
cio y el riesgo conflicto, los cuales se subsumen en el título de imputación 
de riesgo excepcional. El riesgo beneficio es aplicable considerando que el 
transporte de gas es una actividad peligrosa que se ejerce con propósitos 
lucrativos, y el riesgo conflicto se aplica porque la empresa Promigas em-
pleó instrumentos representativos del Estado, lo que impone a la empresa 
la asunción de la responsabilidad por las consecuencias derivadas de la 
explosión del gas propano.
ii) Los conceptos jurídicos asociados a la teoría del riesgo en la juris-
dicción ordinaria y la contencioso administrativa no guardan diferencias 
drásticas que justifiquen un tratamiento distinto para Promigas, razón por 
la cual le puede ser atribuible la teoría del riesgo excepcional del Consejo 
de Estado. 
iii) El Tribunal señaló que Promigas actuó con diligencia y cumplió los 
deberes de mantenimiento de la actividad, pero que en ese caso no era apli-
cable el régimen subjetivo de responsabilidad porque, al ser el transporte de 
hidrocarburos un servicio público que implica la manipulación de un recurso 
mineral, la válvula de conducción de gas es un elemento representativo del 
Estado que la hacía objetivo de atentados, por lo que el fundamento de la 
responsabilidad era el riesgo. Además, en razón del contrato de concesión, la 
cesionaria asumió por su cuenta y riesgo el ejercicio de la actividad y aceptó 
los riesgos inherentes a su objeto social. 
iv) Fundamentó la aplicación de la teoría del riesgo considerando que 
Promigas ejerció una actividad peligrosa con total liberalidad, por lo que era 
la empresa la que debía asumir el riesgo, sin perjuicio de la responsabilidad 
solidaria del Ministerio de Minas y Energía. 
v) No se configuró el hecho de un tercero porque no se cumplió el 
requisito de imprevisibilidad ya que la empresa podía prever que la in-
fraestructura del gasoducto podría ser objeto de un acto delictivo porque 
el ducto ya había sido objeto de ataques, y porque el contexto de violen-
cia y de conmoción del orden público de ese momento hacía altamente 
factible que se realizara otro atentado, lo cual fue alertado al vigilante de 
la válvula. Por ello, el tribunal consideró que Promigas estaba obligada a 
adoptar medidas eficaces y conducentes para evitar la concreción de ese 
hecho, las cuales no fueron adoptadas, razón por la cual no se configuró 
el hecho de un tercero.
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Esta sentencia ha sido objeto de diversas críticas provenientes de los sec-
tores público, privado2, académico3 y político. En síntesis, las principales 
críticas son: i) atribuir la responsabilidad a Promigas con fundamento en el 
riesgo excepcional aplicable a la responsabilidad de las entidades públicas, 
y no tener en cuenta el régimen de responsabilidad civil de actividades pe-
ligrosas; ii) no identificar con claridad el fundamento de la imputación por 
riesgo excepcional, pues parece haberse mezclado el riesgo conflicto con el 
riesgo beneficio; iii) atribuir la responsabilidad por los daños ocasionados 
con el atentado a una empresa que también fue víctima del acto terrorista; iv) 
el fundamento de la obligación de asumir los riesgos derivados de atentados 
terroristas es la celebración de un contrato de concesión con el Estado en el 
que se prevé el riesgo de que la infraestructura sea objeto de atentados, y v) 
la caracterización de un bien privado como un bien representativo del Estado. 
Acciones posteriores a la sentencia de segunda instancia: 
En razón a los múltiples cuestionamientos realizados a la sentencia del tribu-
nal en segunda instancia, las entidades declaradas responsables instauraron 
dos acciones judiciales con el fin de buscar su revocación: 
1. Promigas instauró una acción de tutela contra la sentencia judicial al 
considerar vulnerados los derechos al debido proceso, buen nombre, igual-
dad y acceso a la justicia. Esta acción fue resuelta por el Consejo de Estado 
2 Los gremios y empresarios del país consideraron que la decisión genera incertidumbre jurídica, 
por lo que calificaron la sentencia como “absurda” teniendo en cuenta que la empresa Promigas 
fue diligente y cumplió con sus obligaciones derivadas de la actividad peligrosa (Semana, 2017). 
3 del valle y ochoa (2017: 312) consideran que la sentencia “estableció un nuevo estado del 
arte respecto de la valoración de la responsabilidad en el caso de atentados terroristas contra 
infraestructuras del sector petrolero, en tanto reconoció que en áreas donde ha habido operacio-
nes ilícitas o de grupos al margen de la ley, los atentados son previsibles, y por lo tanto, no son 
irresistibles”. A partir de dicha afirmación, los autores señalan que esta decisión “representa un 
riesgo para los intereses de las compañías del sector petrolero en la medida en que sus operaciones 
se presentan en zonas de orden público, en cuyo caso las autoridades judiciales, administrativas 
y ambientales pueden empezar a considerar los mismos argumentos del Tribunal de la Guajira 
al momento de valorar la responsabilidad de la empresa”. 
 El 2 de junio de 2017 el Director Nacional de Cambio Radical, Jorge Enrique Vélez, emitió un 
comunicado afirmando que es absurdo que la Nación y un privado deban responder por un aten-
tado cometido por las farc y que es este grupo el llamado a responder económicamente frente a 
las víctimas del atentado. 
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el 11 de julio de 2018[5], en la que señaló que la tutela es un mecanismo 
excepcional para controvertir providencias judiciales y que, en este caso, se 
encontraba la solicitud de revisión de la sentencia en el Consejo de Estado, 
siendo este el medio de defensa adecuado frente a las posibles vulneraciones 
alegadas. Debido a lo anterior, se confirmó el rechazo de la acción de tutela 
por improcedente. 
2. Promigas y el Ministerio de Minas y Energía solicitaron al Consejo 
de Estado la revisión de la sentencia. El Ministerio de Minas y Energía 
fundamentó la solicitud en la necesidad de aclarar la tipología de riesgo be-
neficio derivada del contrato de concesión, en la vulneración del derecho a la 
igualdad considerando la existencia de una sentencia absolutoria del Tribunal 
Administrativo de La Guajira del 10 de diciembre de 201 por los mismos 
hechos, y en la necesidad de unificar el concepto de bienes representativos 
del Estado considerando que las infraestructuras de servicios públicos son 
privadas de utilidad pública. 
Por su parte, Promigas señaló que se debían unificar los criterios para la 
determinación del régimen de responsabilidad aplicable a las empresas de 
servicios públicos domiciliarios en la jurisdicción contencioso administrativa 
y la postura respecto de la responsabilidad de Promigas por los hechos objeto 
de la controversia, toda vez que existe una sentencia absolutoria de segunda 
instancia del Tribunal Administrativo de La Guajira. 
En Auto del 1 de marzo de 2019[6] el Consejo de Estado seleccionó 
la sentencia para revisión señalando la necesidad de unificar los siguientes 
eventos: 
i) la providencia presenta contradicciones respecto del alcance de la ley 
aplicada entre tribunales, pues existe una sentencia del Tribunal Administra-
tivo de La Guajira del 10 de diciembre de 201 sobre los mismos hechos que 
presenta diferencias interpretativas con la sentencia del 25 de mayo de 2017 
que es objeto de solicitud de revisión. El tratamiento que cada sentencia le 
dio tanto al Ministerio de Minas y Energía como a Promigas fue diferente 
y el fallo en el primer caso es absolutorio y en el segundo es condenatorio, y 
5 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Cuarta. Sentencia del 11 de 
julio de 2018, Radicación n.º 11001-03-15-000-2017-0170-01(AC), C. P.: Milton Chaves García. 
6 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta. Sentencia del 1 de 
marzo de 2019, Radicación n.º 001-33-31-002-2002-0038-01(AG) arev, C. P.: Alberto Yepes 
Barreiro. 
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ii) uno o varios temas de la providencia son susceptibles de confusión 
porque involucran disposiciones respecto de las cuales caben diferentes 
formas de interpretación, en concreto, se refieren a la postura del tribunal 
en relación con el riesgo conflicto y el riesgo beneficio, y a la necesidad de 
unificar la aplicación de la teoría riesgo conflicto a entidades públicas que no 
tienen funciones relacionadas con la seguridad, a la aplicación de la teoría de 
riesgo conflicto y riesgo beneficio a un particular en virtud del contrato de 
concesión y a la caracterización de un bien representativo del Estado como 
base para aplicar la teoría del riesgo conflicto. 
La revisión jurisprudencial realizada en este acápite permite extraer 
algunas conclusiones respecto de las consideraciones que han tenido los 
jueces y magistrados al momento de analizar el acto terrorista como eximente 
de responsabilidad civil extracontractual en los casos de atentados contra la 
infraestructura petrolera. 
En primer lugar, en algunos de los casos no se tuvieron por probados los 
requisitos de imprevisibilidad e irresistibilidad del hecho del tercero, lo cual 
es resultado de que, aun cuando conocían la posibilidad de su ocurrencia, 
las partes demandadas no adoptaron medidas para prevenir el riesgo de ata-
ques terroristas. No obstante, en el caso del atentado contra el poliducto de 
Ecopetrol en Albán, y contra el oleoducto Caño Limón-Coveñas, el Consejo 
de Estado afirmó que era imposible para la entidad saber las condiciones de 
fecha, hora y lugar en las que ocurriría el atentado debido a la extensión de 
los oleoductos, por lo que, aun con la adopción de medidas encaminadas a 
prevenir atentados terroristas, esta situación era imprevisible para la entidad. 
De esa manera, existe incertidumbre acerca de las condiciones que se deben 
evaluar para verificar la imprevisibilidad de un hecho. 
Segundo, existe confusión alrededor del fundamento o criterio para 
la imputación de la responsabilidad. En materia civil se hizo referencia a 
las actividades peligrosas, en las que el deber de cuidado es mayor para las 
infraestructuras de hidrocarburos considerando los efectos negativos que 
puede tener esta actividad. En materia administrativa el riesgo beneficio o 
el riesgo conflicto, en el marco del fundamento de riesgo excepcional, han 
generado confusiones toda vez que la actividad de hidrocarburos se ha ubi-
cado en ambas teorías (se espera que este tema sea aclarado en la sentencia de 
unificación del Consejo de Estado a raíz del caso del gasoducto de Promigas). 
En tercer lugar, en el régimen objetivo, únicamente aplicable al Estado bajo 
el fundamento del riesgo excepcional o del daño especial, aun cuando se haya 
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probado la debida diligencia, la responsabilidad se deriva de la existencia de 
una actividad peligrosa que, al ser ejecutada por el Estado, crea riesgos que 
la población no tiene el deber de soportar, lo cual se observa en la industria 
de hidrocarburos, en la que los materiales son de alta peligrosidad, lo que 
aunado a la existencia del conflicto armado interno genera riesgos ambientales, 
económicos y sociales que pueden ser de gran impacto en caso de concretarse. 
Por último, en relación con el régimen subjetivo de responsabilidad se 
estudian la imprevisibilidad y la irresistibilidad del hecho del tercero so-
pesando las actividades que se realizaron para evitar su concreción y para 
impedir los daños derivados del hecho, considerando que los actos terroristas 
contra infraestructuras de actividades peligrosas han ido adquiriendo un 
carácter de previsibles cuando se realizan en municipios con alta presencia 
de grupos subversivos en los que se han presentado ataques de manera previa 
y frecuente. Frente a este presupuesto, en el régimen subjetivo se verifica 
que se hayan adoptado las acciones encaminadas a prevenir estos actos en 
el marco de sus posibilidades razonables, por lo que en los casos en los que 
se actuó con diligencia y se atendió a dicho riesgo, y aun así se concretó el 
ataque, se entenderá que se actuó con diligencia y sin culpa, por lo que no 
habría lugar a declarar la responsabilidad de la entidad o empresa demandada. 
I I I .  p e r s p e c t i a s  d e  la  a p l i c ac i  n  d e l  a c to 
t e r ro r i s ta  c omo  e  i m e n t e  d e  r e s p o n s a b i l i da d 
e n  e l  p ro c e d i m i e n to  s a n c i o nato r i o  am b i e n ta l 
La aplicación del acto terrorista como eximente de responsabilidad conlleva 
varias dificultades para las entidades titulares de la potestad sancionatoria 
ambiental. Por ello, a partir de la revisión conceptual y jurisprudencial 
realizada, se analizan las principales consideraciones que deben tener en 
cuenta las entidades. 
A .  a s e n c i a  d e  d e f i n i c i  n  d e l  c o n c e p to , 
c a rac t e r  s t i c a s  y  r e q  i s i t o s  d e l  a c to  t e r ro r i s ta 
pa ra  s   c o n f i g  rac i  n  c omo  e  i m e n t e 
d e  r e s p o n s a b i l i da d
La aplicación del acto terrorista como eximente de responsabilidad enfrenta 
desde el principio una gran dificultad resultado de la ausencia de una con-
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cepción unívoca del acto terrorista en el derecho internacional y nacional, 
lo cual genera mayores complicaciones teniendo en cuenta que en Colombia 
existe un conflicto armado no internacional, en el que participan múltiples 
grupos armados, cuyas actividades no pueden ser calificadas como actos 
terroristas de manera deliberada puesto que el régimen jurídico penal y el 
derecho internacional humanitario, en virtud del ius in bello, permiten ciertos 
actos que están prohibidos en contextos de paz. 
La disposición del legislador no es clara y genera inquietudes al mo-
mento de resolver un proceso que involucra un presunto acto terrorista, 
pues para cada caso concreto se debe verificar cuál es la definición aplicable 
y los requisitos para su procedencia. Por ejemplo, primero se debe decidir 
si se aplica la definición del régimen jurídico penal o el de lo contencioso 
administrativo. En el primer caso se debe verificar si aplica la definición del 
terrorismo en conflictos armados o en contextos de paz, y comprobar que 
se cumplen los requisitos de cada uno, teniendo en cuenta que para el caso 
del conflicto armado también aplica el derecho internacional humanita-
rio7. En el segundo caso, dada la ausencia de una concepción unívoca del 
Consejo de Estado, se debe examinar cuál de las definiciones aplica para el 
procedimiento sancionatorio ambiental, y comprobar que el acto discutido 
se ajusta a la definición escogida. 
Aquellas definiciones que no exigen la comprobación del elemento sub-
jetivo de la actividad, es decir, el objetivo de causar terror en la población, 
se pueden establecer con menor dificultad, ya que únicamente se debe com-
probar que el resultado de la actividad produjo un estado de zozobra en las 
personas por medio de actos que pusieron en peligro la vida, la integridad 
física o la libertad. Por el otro lado, en caso de exigir el elemento subjetivo, 
se debe comprobar que la intención del sujeto que cometió el atentado era 
aterrorizar a la población civil. Este último caso aplica a la mayoría de aten-
tados contra la infraestructura petrolera y eléctrica, considerando que las 
farc y el eln son los grupos que han adoptado estas prácticas en el marco 
del conflicto armado interno. 
7 La Fiscalía General de la Nación ha imputado al eln los delitos de actos de terrorismo (aplicable 
en contextos de conflicto armado), destrucción del medio ambiente y utilización de medios de 
guerra ilícitos en los casos de atentados contra la infraestructura petrolera. En actividades ocasio-
nadas por el eln la Corte Suprema de Justicia ha utilizado el tipo penal de terrorismo, aplicable 
a los contextos de paz. Esta diversidad de opiniones y de aplicaciones del acto terrorista dificulta 
su aplicación en el marco del procedimiento sancionatorio ambiental. 
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Ahora bien, el móvil de los atentados realizados por los grupos que 
participan en el conflicto armado interno no siempre es causar terror en 
la población, sino que sus actividades se deben, entre otros, al reproche de 
la política del Estado relacionada con la explotación de hidrocarburos, o a 
represalias por el no pago de las denominadas “vacunas”8. 
Al respecto, el Consejo de Estado9 reconoció que en ocasiones los re-
sultados de los actos cometidos por los grupos armados no son los buscados: 
Para la Sala es claro que, tanto la explosión del gas propano como el incendio pro-
vocados por la ruptura del gasoducto, fueron un resultado no previsto ni buscado 
por los subversivos. De otra manera, no podría explicarse que dos de ellos hayan 
resultado gravemente heridos como consecuencia de su actuar delictivo. Las prue-
bas aportadas al proceso permiten concluir que los sujetos fueron sorprendidos 
por las llamas debido a que no previeron lo que ocurriría una vez el gas entrara en 
contacto con el oxígeno.
El Consejo de Estado50 también ha identificado que los móviles de los 
grupos armados para cometer este tipo de atentados no es causar daños en 
la población civil o generar terror, incluso ha considerado que estos actos 
se enmarcan en el contexto del conflicto armado interno como actos contra 
instituciones representativas del Estado, por lo que serían actos con objeti-
vos militares. De ese modo, la Corporación señala que el acto terrorista no 
corresponde a aquellos actos en los que se realizan ataques contra institu-
ciones representativas del Estado, como el caso de las redes de transporte de 
hidrocarburos, por lo que genera una mayor confusión, teniendo en cuenta 
que en algunos casos tales actos han sido considerados terroristas, y que, 
8 Según Fundación Ideas para la Paz (2015), los atentados del eln contra la infraestructura petrol-
era responden a motivaciones económicas y a objetivos sociopolíticas y tácticas militares, pues 
los propósitos de estas actividades son presionar el pago de extorsiones, posicionar o mostrar 
su rechazo frente a la agenda del gobierno en relación con la explotación de hidrocarburos por 
empresas multinacionales, incrementar el apoyo de la población, respaldar la resistencia de las 
comunidades a la explotación de estos recursos, demostrar poderío militar para fortalecer su 
posición frente al gobierno en caso de una negociación de paz y mostrar fortalecimiento militar y 
capacidad de afectación en la economía, a la vez que buscar una estrategia militar para desplazar 
a la fuerza militar de determinados territorios. 
9 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 29 de 
octubre de 2012, Expediente n.º 1872, C. P.: Danilo Rojas Betancourth. 
50 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 20 de 
junio de 2017, Expediente n.º 18860, C. P.: Ramiro Pazos Guerrero. 
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además, la mayoría de casos en los que se ve afectado el medio ambiente por 
acciones de los grupos subversivos o guerrilleros son aquellos en los que se 
atacan dichas infraestructuras. 
En todo caso, en un procedimiento sancionatorio ambiental el presunto 
infractor que alega el acto terrorista como causal eximente de responsabi-
lidad de una infracción ambiental, tendrá la carga adicional de probar el 
elemento subjetivo del acto terrorista –la intencionalidad con que los actores 
cometieron el atentado–, lo que constituye una carga desproporcionada y 
de difícil prueba, considerando que el hecho del tercero no debe demostrar 
ningún elemento subjetivo sino su ocurrencia. 
Por lo anterior, la inclusión de esta causal independiente al hecho de un 
tercero, contrario a la pretensión de reducir las cargas procesales y probatorias 
del presunto infractor, las aumentó al tener este que demostrar los elementos 
del acto terrorista51, lo que a su vez dificulta la tarea de la autoridad am-
biental competente, la cual tendrá que verificar cada uno de los elementos 
del acto terrorista para declarar su procedencia en el caso concreto. Esto 
implica dificultades en el tratamiento jurídico de los ataques terroristas, 
puesto que, a pesar de ser un hecho de un tercero, se exige la configuración 
de los requisitos de la causa extraña y otros elementos adicionales. En ese 
sentido, no fue útil haber incluido este eximente de responsabilidad cuando 
el hecho de un tercero bastaba para que un presunto infractor pudiera ser 
exonerado de responsabilidad en los casos que involucran actos terroristas. 
B .  e l  a c to  t e r ro r i s ta  n o  s e  p  e d e  c o n s i d e ra r 
a  p r i o r i  c a s a  e  c l s i a  d e  la  i n f rac c i  n 
am b i e n ta l
En el marco de la responsabilidad civil extracontractual la jurisprudencia de 
las Altas Cortes de la jurisdicción ordinaria y la contencioso administrativa 
ha sido clara y uniforme en señalar que en los casos que involucran un acto 
51 Para la calificación de un acto como terrorista se deben tener en cuenta las ocho variables del 
terrorismo: la violencia del ataque; la intención relacionada con el propósito de causar terror; 
las víctimas, que deben ser personas o civiles inocentes; los terroristas, que pueden ser actores 
privados o personas pertenecientes al Estado; la causa o causas del hecho; la organización a la 
que pertenecen los actores del hecho; el elemento teatral del acto terrorista y la no culpa, y la 
falta de remordimientos de quien cometió el hecho (fletcher, 2016). 
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terrorista este no puede ser considerando causa exclusiva del daño52. En ese 
sentido, el Consejo de Estado53 afirmó que “considerar los actos de terro-
rismo como el hecho exclusivo de un tercero, en términos del mal llamado 
nexo de causalidad, implicaría condenar a la impotencia a la población” pues 
los ciudadanos no tienen el deber de soportar la ocurrencia de estos hechos. 
La jurisprudencia del Consejo de Estado5 ha establecido que el fun-
damento de la responsabilidad del Estado en los casos originados por actos 
de grupos armados depende del caso en concreto, que podrá ser la falla en 
el servicio, el riesgo excepcional o el daño especial. En el caso de la falla 
en el servicio se debe demostrar la intervención estatal en la producción 
del daño, lo que requiere el previo conocimiento del peligro que corre un 
bien jurídicamente protegido y la actuación negligente del Estado para la 
defensa de ese bien de acuerdo con su posición de garante, y conforme al 
cumplimiento de sus deberes y obligaciones positivas, lo que implica adoptar 
todas las medidas razonables para prevenir o mitigar los daños55; en caso 
contrario se configura la concurrencia de acciones y omisiones (culpa) y 
surge una obligación solidaria a favor de la víctima del daño para exigir su 
reparación56. El riesgo excepcional procede cuando el daño es consecuen-
52 El acto terrorista no se puede considerar en todos los presupuestos como hecho de un tercero, ya 
sea ligado a la imprevisibilidad e irresistibilidad o a la naturaleza de la actividad, sino que se debe 
analizar si es posible imputar al Estado los “hechos en los que contribuyendo el hecho del tercero 
a la producción del daño antijurídico, se logra establecer que aquel no respondió a los deberes 
normativos, a los deberes positivos de protección, promoción y procura de los derechos de los 
administrados, y de precaución y prevención de las acciones de aquellos que encontrándose al 
margen de la ley buscan desestabilizar el orden democrático y, poner en cuestión la legitimidad 
de las instituciones” (Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. 
Sentencia del 1.º de febrero de 2012, Expediente n.º 21567, C. P.: Jaime Orlando Santofimio). 
53 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 18 de 
marzo de 2010, Expediente n.º 15591, C. P.: Enrique Gil Botero. 
5 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 25 
de febrero de 2016, Expediente n.º 37226, C. P.: Jaime Orlando Santofimio; Consejo de Estado. 
Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 20 de junio de 2017, Ex-
pediente n.º 18860, C. P.: Ramiro Pazos Guerrero; Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso 
Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 12 de febrero de 201, Expediente n.º 26013, C. 
P.: Jaime Orlando Santofimio. 
55 Cfr. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 25 
de enero de 2017, Expediente n.º 36115, C. P.: Marta Nubia Velásquez Rico; Consejo de Estado. 
Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 1.º de febrero de 2012, 
Expediente n.º 21567, C. P.: Jaime Orlando Santofimio. 
56 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 18 de 
enero de 2012, Expediente n.º 19920, C. P.: Jaime Orlando Santofimio. 
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cia de una actividad legítima de la Administración que comporta un riesgo 
que excede lo asumible por el perjudicado, v.g. cuando el ataque es dirigido 
contra un establecimiento representativo del Estado57. Por último, el daño 
especial se aplica en los casos en que se evidencia un desequilibrio en las 
cargas públicas, frente al cual el Estado debe materializar un reequilibrio de 
la igualdad con fundamento en la equidad y la solidaridad58. 
Por su parte, la Corte Suprema de Justicia59 ha señalado que los ataques 
terroristas no dan lugar a la exoneración de responsabilidad en todos los casos, 
por lo que en cada caso concreto se debe determinar su procedencia. Por 
ello, se debe verificar que los hechos se deriven de otras acciones u omisiones 
culposas para determinar la responsabilidad, pues “ausente el elemento de 
culpa y siendo este uno de los elementos axiológicos de la responsabilidad 
civil extracontractual alegada, deviene la denegación de la misma”. En otras 
palabras, la Corte Suprema de Justicia60 afirma que 
En el caso de las acciones perpetradas por movimientos subversivos o, en general, 
al margen de la ley, o de los actos calificados como terroristas –lato sensu–, debe 
señalarse que, in abstracto, no pueden ser catalogados inexorable e indefectiblemente 
como constitutivos de fuerza mayor o caso fortuito, pues al igual que sucede con 
cualquier hecho que pretenda ser considerado como tal, es indispensable que el 
juzgador, in concreto, ausculte la presencia individual de los elementos antes refe-
ridos, teniendo en cuenta las circunstancias particulares que rodearon su génesis 
y ulterior o inmediato desenvolvimiento.
57 Cfr. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 
1 de marzo de 2019, Expediente n.º 6628, C. P.: Marta Nubia Velásquez Rico. 
58 “La teoría del daño especial es conveniente, no sólo porque brinda una explicación mucho más 
clara y objetiva sobre el fundamento de la responsabilidad estatal, sino por su gran basamento 
iusprincipialista que nutre de contenido constitucional la solución que en estos casos profiere 
la justicia contencioso administrativa. Sin descartar desde luego, que en algunos eventos de 
actos terroristas, podrán aplicarse los otros regímenes de responsabilidad –falla del servicio y 
riesgo excepcional–, si las facticidades que se juzgan así lo reclaman, pues se itera, la teoría del 
daño especial es subsidiaria, en el entendimiento de que sólo se aplica, si los hechos materia de 
juzgamiento no encuentran tipicidad, en alguno de aquéllos otros sistemas de responsabilidad 
administrativa a los que ya se aludió” (Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrati-
vo. Sección Tercera. Sentencia del 6 de junio de 2013, Expediente n.º 26011, C. P.: Enrique Gil 
Botero). 
59 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia SC9788 del 29 de julio de 2015, 
M. P.: Fernando Giraldo Gutiérrez. 
60 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 26 de julio de 2005, Expediente 
050013103011-1998 6569-02, M. P.: Carlos Ignacio Jaramillo.
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En el mismo sentido, la Corte Suprema de Justicia61 ha considerado que 
en los casos de actos terroristas no hay lugar a responsabilidad cuando se 
toman las medidas necesarias para evitar una situación de riesgo previsible, 
por lo que la debida diligencia es base para la concurrencia de culpas en 
hechos relacionados con actos terroristas. 
Concretamente en el procedimiento sancionatorio ambiental Del Valle y 
Ochoa (2017) consideran que la inclusión del acto terrorista como eximente 
independiente del hecho de un tercero implica que, para exonerarse de res-
ponsabilidad, el presunto infractor únicamente debe probar el hecho y la 
debida diligencia o ausencia de culpa. Esta teoría no se ajusta al artículo 5.º 
de la Ley 1333 de 2009 que establece: “… será también constitutiva de in-
fracción ambiental la comisión de un daño al medio ambiente, con las mismas 
condiciones que para configurar la responsabilidad civil extracontractual”. 
De esta disposición se entiende que el análisis de la responsabilidad se debe 
realizar conforme a la responsabilidad civil extracontractual, lo que implica 
tener en cuenta que los eximentes de responsabilidad que interrumpen la 
imputación del daño a un hecho deben corresponder a una causa extraña 
en cumplimiento de todos los requisitos que se han identificado para su 
procedencia (exterioridad, imprevisibilidad e irresistibilidad)62. 
Entonces, en los casos relacionados con la existencia de actos terroristas 
se debe estudiar la posibilidad de existencia de concurrencia de culpas, lo 
que se verifica en la fase de imputación de la responsabilidad civil en la que 
se tienen en cuenta las herramientas de la imputación objetiva63 a partir 
de las obligaciones y deberes positivos. Por ello, el Consejo de Estado6 
61 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia AC586 del 6 de febrero de 2017, 
M. P.: Luis Alonso Rico Puerta. 
62 La Corte Suprema de Justicia ha señalado que la imprevisibilidad e irresistibilidad son dos 
elementos que no pueden faltar cuando se alega una situación que se espera se configure como 
un eximente de responsabilidad, cuando está inmersa en la categoría genérica de causa extraña 
(Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 26 de julio de 2005, Expediente 
050013103011-1998 6569-02, M. P.: Carlos Ignacio Jaramillo). 
63 El estudio de la imputación fáctica implica verificar la causalidad material y las herramientas 
normativas de la imputación objetiva para determinar que un resultado es atribuible a un sujeto 
(Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 12 
de noviembre de 201, Expediente n.º 31719, C. P.: Olga Mélida Valle de De La Hoz). 
6 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 23 
de agosto de 2010, Expediente n.º 18891, C. P.: Ruth Stella Correa Palacio; Consejo de Estado. 
Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 7 de octubre de 2015, 
Expediente n.º 3677, C. P.: Hernán Andrade Rincón. 
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ha señalado que cuando el hecho de un tercero no es la causa exclusiva del 
daño, en tanto concurrieron en la producción del daño varias personas en 
forma eficiente y adecuada, aplicará el artículo 23 del Código Civil que 
establece la solidaridad de los responsables frente al perjudicado. De igual 
forma, la Corte Suprema de Justicia65 ha señalado que el hecho de un tercero 
puede intervenir en la realización del daño en concurrencia con la culpa del 
demandado, caso en el cual está obligado a repararlo al existir una culpa en 
la causación del daño, lo que impide la exoneración de responsabilidad por 
el hecho de un tercero. 
La verificación de la posibilidad de concurrencia de culpas en cada caso 
implica el estudio de la debida diligencia, lo que guarda coherencia con el 
principio de culpabilidad en el procedimiento sancionatorio ambiental, bajo 
el cual “se examina la intención de infringir la ley o la intención de omitir 
el comportamiento exigido a título de dolo o culpa” (Albarracín González, 
2018: 12).
De acuerdo con lo mencionado en este acápite, la inclusión del acto te-
rrorista como eximente de responsabilidad en el procedimiento sancionatorio 
ambiental no implica considerar que este hecho fue la causa única y exclusiva 
de la infracción ambiental cometida, puesto que al exigirse los presupuestos 
para la configuración de la responsabilidad civil extracontractual se deben 
comprobar los requisitos de la causa extraña y, además, verificar que el 
demandado no tuvo incidencia en la causación del daño, pues en este caso 
procede la concurrencia de culpas y la responsabilidad solidaria del presunto 
infractor con los autores del acto terrorista. 
C .  l a  t e o r  a  d e  la  i m p  tac i  n  o b j e t i a 
y  la s  o b l i g ac i o n e s  d e  c o n t i n g e n c i a 
d e  lo s  r i e g o s  g e n e ra d o s  p o r  la  a c t i  i da d
Por lo general los atentados terroristas que generan impactos ambientales 
se realizan contra la infraestructura de actividades que generan riesgos de 
daños al medio ambiente. Esta circunstancia exige que la verificación del 
nexo causal se realice bajo la teoría de la imputación objetiva, la cual permite 
65 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 8 de octubre de 1992, Expediente 
n.º 36, M. P.: Carlos Esteban Jaramillo Schloss. 
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estudiar las obligaciones y deberes de prevención de un daño de acuerdo con 
la posición de garante del demandado. Al respecto, el Consejo de Estado66 
ha señalado que la imputación objetiva 
[…] parte de los límites de lo previsible por una persona prudente a la hora de 
adoptar las decisiones”. Siendo esto así, la imputación objetiva implica la “atribu-
ción”, lo que denota en lenguaje filosófico-jurídico una prescripción, más que una 
descripción. Luego, la contribución que nos ofrece la imputación objetiva, cuando 
hay lugar a su aplicación, es la de rechazar la simple averiguación descriptiva, ins-
trumental y empírica de “cuando un resultado lesivo es verdaderamente obra del 
autor de una determinada conducta”.
Dicha tendencia es la que marcó la jurisprudencia constitucional, pero ampliando 
la consideración de la imputación [desde la perspectiva de la imputación objetiva] 
a la posición de garante donde la exigencia del principio de proporcionalidad es 
necesario para considerar si cabía la adopción de medidas razonables para prevenir 
la producción del daño antijurídico.
La jurisprudencia ha estudiado ampliamente este tema, basándose en la 
responsabilidad por actividades peligrosas para sostener que en esta materia 
se exige un mayor estándar de diligencia y cuidado del dueño de la activi-
dad frente a la concreción de los riesgos identificados, lo que se traduce en 
la adopción de medidas oportunas y eficaces para evitar los riesgos y para 
mitigar, controlar y remediar los daños causados en caso de que alguno de 
los riesgos se concrete en el desarrollo de la actividad. 
El Consejo de Estado67 señaló que los propietarios de los sistemas de 
oleoductos asumen la responsabilidad por los daños que se causen de manera 
directa o indirecta a los particulares en el desarrollo de sus actividades, o a 
los bienes destinados a estas, cuando les sean imputables. En este caso, re-
lacionado con un derrame de hidrocarburos por la apertura por terceros de 
una válvula, la entidad demandada fue considerada responsable por omitir 
tomar medidas de seguridad para proteger la infraestructura, no diseñar un 
plan de contingencia encaminado a mitigar de manera oportuna y eficaz la 
66 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 3 de 
diciembre de 201, Expediente n.º 26737, C. P.: Jaime Orlando Santofimio.
67 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 13 
de mayo de 200, Radicación n.º 52001-23-31-000-2002-00226-01(AG) , C. P.: Ricardo Hoyos 
Duque. 
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contaminación productiva por el derrame68 y no adoptar inmediatamente 
las medidas para reducir el impacto ambiental. En otro caso la corporación69 
reiteró el deber de cuidado y vigilancia de las entidades respecto de sus oleo-
ductos, y la posición de garantes del servicio de hidrocarburos, por lo que 
consideró que la entidad demanda era responsable al no haber asegurado 
el oleoducto de manera adecuada cuando se advirtió la instalación de una 
válvula ilegal. 
Por su parte, con base en el artículo 2356 del Código Civil que establece 
la responsabilidad por actividades peligrosas, la Corte Suprema de Justi-
cia70 afirmó que el daño se puede imputar al demandado por negligencia 
o malicia, considerando los riesgos específicos y la situación de riesgo y 
peligrosidad, puesto que el lesionado no está en la obligación de soportar 
las consecuencias del ejercicio de dicha actividad. En esos casos la Corte ha 
señalado que quien realiza actividades consideradas peligrosas es responsable 
de los daños causados por ellas, por lo que únicamente puede exonerarse de 
responsabilidad demostrando la existencia de un caso fortuito, fuerza mayor, 
culpa exclusiva de la víctima o intervención de un tercero71. 
En materia ambiental, el Decreto ley 2811 de 197 estableció en diversas 
disposiciones la obligación de conservar y recuperar los recursos naturales 
en desarrollo de actividades que puedan generar una afectación ambiental. 
Por ejemplo, el artículo 180 establece en su inciso 2.º que “las personas que 
realicen actividades agrícolas, pecuarias, forestales o de infraestructura, 
que afecten o puedan afectar los suelos, están obligadas a llevar a cabo las 
68 El principio de precaución en materia ambiental exige una actitud dirigida a prevenir los daños 
que se puedan ocasionar en desarrollo de una actividad (Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso 
Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 25 de febrero de 2016, Expediente n.º 37226, C. 
P.: Jaime Orlando Santofimio). 
69 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 1 
de febrero de 2019, Radicación n.º 11001-03-15-000-2018-0605-00(AC), C. P.: Carlos Enrique 
Moreno. 
70 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia SC2107 del 12 de junio de 2018, 
Radicación n.º 11001-31-03-032-2011-00736-01, M. P.: Luis Armando Tolosa Villalonga.
71 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 25 de octubre de 1999, Expe-
diente n.º 5012, M. P.: José Fernando Ramírez; Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. 
Sentencia SC9788 del 29 de julio de 2015, M. P.: Fernando Giraldo Gutiérrez; Corte Suprema de 
Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 19 de mayo de 2011, Referencia: 05001-3103-010-
2006-00273-01, M. P.: William Amén Vargas; Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. 
Sentencia SC1259 del 6 de octubre de 2015, Radicación n.º 76001-31-03-015-2005-00105-01, 
M. P.: Luis Armando Tolosa Villalonga. 
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prácticas de conservación y recuperación”. Con base en esa disposición, en 
el artículo 2 del Decreto 201 de 2015 se determinó que el titular de los 
proyectos, obras o actividades sujetos a licencia ambiental o plan de manejo 
ambiental, en caso de ocurrir cualquier contingencia ambiental, debe adoptar 
todas las acciones necesarias para hacer cesar la contingencia e informar a 
la autoridad ambiental competente72. 
Entonces, podemos observar que la inclusión del acto terrorista como 
eximente de responsabilidad, independientemente del hecho de un tercero, 
fue innecesaria porque al momento de analizar la infracción ambiental, sin 
importar la causa que originó la contingencia, se debe verificar que la em-
presa adopte las medidas establecidas en el plan de contingencia para evitar 
la concreción de los daños. Por ello, la eximente de responsabilidad no se 
puede configurar en todos los casos, dado que el desarrollo de una actividad 
que genera riesgos al medio ambiente exige una diligencia mayor para la 
atención de los daños ocasionados por la concreción de los riesgos creados. 
En los casos de manejo de contingencias la anla ha centrado su análisis 
en el cumplimiento de las obligaciones en desarrollo de las actividades y en 
la debida diligencia, por lo que realizaremos el estudio de algunos casos en 
los que la autoridad ambiental competente ha estudiado la responsabilidad 
por el manejo inadecuado de contingencias. 
En la Resolución 1088 del 31 de octubre de 2013, relacionada con un 
derrame de hidrocarburos, la anla sostuvo que la empresa no había cometido 
ninguna infracción ambiental puesto que había realizado actividades idóneas, 
suficientes y necesarias para contener, mitigar y controlar la contingencia, 
lo que comprobaba la diligencia, pericia y suficiencia de la empresa en la 
atención del derrame. 
En la Resolución 053 del 13 de mayo de 201, relacionada con una con-
tingencia por accidentes de carro tanques con crudo, la anla sostuvo que los 
cargos fueron mal formulados por cuanto no se establecieron con claridad 
las deficiencias de la empresa en la aplicación del plan para la atención de la 
contingencia, ya que puede suceder que las labores se ejecuten de manera 
tardía, se realicen con personal insuficiente o mal calificado, no se cumplan 
los reglamentos o no se utilicen las herramientas necesarias para atenderla. 
72 Las contingencias generadas por derrames de hidrocarburos y derivados se rigen por el Decreto 
321 de 1999, o la norma que lo modifique o sustituya. 
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De esa manera, la anla detalla los supuestos en los que una persona puede 
ser responsable por el mal manejo de las contingencias. 
En la Resolución 0167 del 29 de enero de 2010, en un caso de derrame de 
hidrocarburos, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial 
declaró a la empresa Mansarovar Energy Colombia Ltda. responsable del 
daño a los recursos bióticos y de la contaminación del suelo y del agua con 
ocasión del derrame de hidrocarburos y de las actividades que adelantó para el 
manejo y atención de la contingencia. De igual forma, la declaró responsable 
del incumplimiento de las disposiciones del Plan Nacional de Contingencia 
por no informar de manera oportuna al ministerio de su ocurrencia, no 
aplicar los procedimientos adecuados para la contención, control y manejo 
del derrame de crudo y no contar con un plan de contingencia actualizado, 
suficiente y adecuadamente equipado, apropiadamente divulgado y parti-
cipativo para la operación del oleoducto. 
Mediante la Resolución 055 del 27 de mayo de 2016 la anla consideró 
que, frente a un derrame de hidrocarburos, si bien Ocensa S. A. desplegó 
actividades encaminadas a la corrección y mitigación del incidente, estas no 
fueron implementadas de manera oportuna, incumpliendo la obligación de 
dar respuesta inmediata a las contingencias y, en concreto, infringiendo lo 
establecido en el Plan Operativo del Plan de Contingencias contra derra-
mes de Hidrocarburos, Derivados y Sustancias Nocivas en Aguas Marinas, 
Fluviales y Lacustres. 
Por último, el ejemplo más significativo es el derrame de carbón al lecho 
marino proveniente de una embarcación de propiedad de la empresa Drum-
mond. Mediante la Resolución 1309 del 18 de diciembre de 2013 la anla 
declaró responsables a las empresas que operaban en el puerto carbonífero 
de Ciénaga por el incumplimiento del Plan de Contingencias73 y del Plan 
Integral de Emergencias, y por el daño ambiental, pues no habían logrado 
73 En la Resolución 1309 de 2013 la anla señaló que los planes de contingencia “establecen para 
aquellas actividades que, ejecutadas de manera directa o con el concurso de terceros, son creadoras 
de riesgos o peligros y que por su potencial impacto pueden afectar la vida, salud, ambiente y 
naturaleza, entre otros bienes o derechos protegidos, por acciones de contaminación o vertimien-
tos. La empresa o el titular de la licencia es el responsable de valorar los riesgos o peligros, para 
lo cual debe implementar su contención o manejo todo dentro del Plan de Contingencia, el que 
tiene como propósito controlar, prevenir y mitigar las acciones de riesgo que puedan generar 
impactos no previstos y que pueden llegar a causarse o que una vez causados, se deben controlar 
sus efectos de expansión”. De esa manera, independientemente de que las contingencias puedan 
ocurrir por hechos ajenos al titular de la licencia, incluyendo los actos terroristas, este tiene el 
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realizar un buen manejo de la contingencia con acciones encaminadas a 
controlarla oportunamente, lo que resultó nocivo para el medio ambiente. 
Frente a la fuerza mayor alegada como causal eximente de responsabilidad, la 
autoridad ambiental señaló que el daño fue consecuencia de la negligencia y 
descuido del presunto infractor, quien no implementó el plan de contingencia 
para hacer frente al hecho constitutivo de fuerza mayor (malas condiciones 
climáticas), por lo que no se podía configurar la exoneración dado que la 
intervención de la empresa en el curso causal de los hechos fue determinante 
para la concreción de los daños ambientales7. 
Entonces, frente a contingencias originadas por actos terroristas, los 
titulares de la actividad, obra o proyecto deben poner en marcha el plan de 
contingencia y adoptar todas las medidas encaminadas a conjurar los daños 
ambientales ocasionados. Esta obligación implica que la autoridad ambien-
tal podrá investigar al titular de la actividad por incumplir la normatividad 
de manejo de contingencias y por el daño ambiental ocurrido cuando no 
se adopten las medidas establecidas en el plan de manejo de contingencias 
de manera oportuna, eficiente y conforme a los reglamentos determinados 
para su ejecución. 
En aquellos casos en que las contingencias sean producto de una causa 
extraña, incluyendo el acto terrorista, se debe verificar la configuración de 
concurrencia de culpas cuando el titular de la actividad, obra o proyecto no 
adopte las medidas para prevenir, mitigar, controlar y manejar la contingencia, 
puesto que en ese caso su negligencia se entenderá como una concausa eficiente 
del daño ocurrido, y en todo caso, también se configurará en infracción am-
biental por incumplimiento de la normatividad aplicable a las contingencias. 
c on c l s i o n e s 
Primero. No hay un concepto unívoco de acto terrorista a nivel internacio-
nal ni en el ordenamiento jurídico colombiano, por lo que esta indefinición 
deber de enfrentar la contingencia y procurar la no concreción de los posibles daños identificados 
previamente en el plan de contingencia. 
7 La Resolución 0763 del 1 de julio de 201 resolvió el recurso de reposición interpuesto contra la 
sanción de la resolución 1309 de 2013, en la que se reiteró la negligencia de la entidad al atender 
la contingencia, y nuevamente señaló que los infractores no tuvieron en cuenta ni implementa-
ron los procedimientos definidos en sus planes de contingencia y de emergencia, lo que hubiera 
podido detener el daño ambiental y los efectos ambientales negativos. 
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genera dificultades en el marco del procedimiento sancionatorio ambiental 
para identificar cuál de las definiciones de acto terrorista es la que se debe 
entender que configura la causal eximente de responsabilidad, por lo cual 
se debe comprobar en cada caso, generando mayores cargas procesales y 
probatorias al presunto infractor pues, en caso de que aplique la definición 
que exige la comprobación del elemento subjetivo del tipo, consistente en la 
intención de causar terror en la población, la carga probatoria aumenta y se 
dificulta comprobar que el acto discutido puede considerarse como terrorista. 
Segundo. Las causales eximentes de responsabilidad se refieren a una 
causa extraña que interrumpe la imputación de un daño a una persona, por 
lo que en todos los casos se debe comprobar la existencia de las condiciones 
de exterioridad, imprevisibilidad e irresistibilidad para que se configure 
cualquiera de las causales eximentes. Esto implica que incluso el acto terro-
rista debe cumplir con estos requisitos, pues en caso contrario no se podría 
configurar una causa extraña que interrumpa el nexo causal. 
Tercero. No es clara la razón por la que el legislador incluyó el acto 
terrorista como eximente de responsabilidad independiente al hecho de 
un tercero, puesto que la jurisprudencia ha analizado el acto terrorista bajo 
los presupuestos y requisitos del hecho de un tercero, pudiendo establecer 
algunas premisas básicas para la declaratoria o no de responsabilidad civil. 
Además, este término genera mayores confusiones, y en la práctica se es-
tudiaría con mayor facilidad mediante el tratamiento del hecho del tercero. 
Cuarto. La jurisprudencia del Consejo de Estado y de la Corte Suprema 
de Justicia en los casos de atentados contra la infraestructura petrolera ha 
establecido que el acto terrorista debe cumplir con los requisitos de irre-
sistibilidad e imprevisibilidad para que se configure el hecho de un tercero. 
Frente a este último requisito ambas corporaciones han manifestado que, 
considerando el contexto de violencia del país y los constantes ataques a la 
infraestructura gasífera, petrolera, energética y minera, los ataques contra 
esas actividades no son imprevisibles máxime cuando algunos gasoductos 
o poliductos ya han sido objeto de ataques y se ha puesto de presente la 
intención de realizar el atentado. 
Quinto. En el marco de la responsabilidad civil extracontractual se debe 
tener en cuenta que el hecho de un tercero –acto terrorista– no se puede 
considerar en un principio como la causa exclusiva del daño, puesto que al 
estar en un régimen subjetivo de responsabilidad es posible la concurrencia 
de culpas, lo que implica que el hecho del tercero no cumple con el requi-
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sito de exclusividad y que se deben verificar todos los requisitos de la causa 
extraña como eximente de responsabilidad. 
Sexto. Se ha reconocido que el desarrollo de determinadas actividades 
genera riesgos de efectos negativos en el medio ambiente, y por ello se ha 
establecido la obligación de contar con planes de contingencia para prevenir, 
mitigar y controlar aquellos eventos que produzcan efectos ambientales ne-
gativos con el fin de impedir que se concreten los riesgos ambientales. Esta 
obligación está relacionada con la debida diligencia que debe demostrar el 
presunto infractor en cuanto al manejo de la contingencia, por lo que en 
caso de cumplir con la normatividad aplicable no se podrá alegar culpa y, por 
lo tanto, no se configura la responsabilidad en el marco de procedimiento 
sancionatorio ambiental. 
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